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El tema abordado en el presente trabajo monográfico es “La acusación en el 
proceso penal nicaragüense, el que se realizó con la finalidad de identificar los 
principales errores que se cometen en la redacción y sustentación de la acusación 
en el proceso penal nicaragüense. Para la consecución de esta obra investigativa 
se utilizó como método el análisis y estudio de casos concretos obtenidos en el 
Juzgado Distrito Penal de Audiencia y en el Juzgado Local Penal del Municipio de 
Juigalpa Departamento de Chontales, seleccionándose una acusación 
debidamente admitida, una acusación que fuera rechazada y otra nueva 
acusación que subsana los errores que provocaron dicho rechazo. 
Con el objetivo de obtener una mejor comprensión de nuestro proceso penal se 
estudió las distintas formas de enjuiciamiento penal que han existido en la historia 
de Nicaragua, en los últimos dos siglos, para lograr identificar similitudes y 
diferencias en el sistema inquisitivo, sistema mixto y sistema acusatorio. 
También nos resulto conveniente establecer la importancia de la acusación en el 
proceso penal nicaragüense, como fundamento para la existencia de un proceso  
penal justo y equitativo entre las partes,  como medio de imputación y como medio 
de defensa. 
A fin de confrontar la investigación teórica con la praxis jurídica en nuestro sistema 
de justicia penal procedimos a la realización de entrevistas a los judiciales titulares 
del Juzgado Distrito Penal de Audiencia y Juzgado Local Penal del Municipio de 
Juigalpa, Departamento de Chontales, así como a los fiscales ubicados en dichos 
juzgados, con la finalidad de identificar los principales vicios y errores que se 
cometen en las acusaciones que son presentadas ante la autoridad judicial 
competetente. 
También procedimos (bajo escogencia al azar), al estudio y análisis de un 
expediente judicial completo desde la presentación de la acusación, hasta la 




sentencia de primera instancia, con el fin de identificar los principales problemas 
ocurrido al momento de correlacionar la acusación con la sentencia por parte de 
los jueces. 
Esperamos que el presente trabajo de investigación pueda servir como un 
instrumento de estudio sobre el sistema de enjuiciamiento penal en Nicaragua, 
que enfrenta retos a diario y que sirva para guiarnos en el andar del derecho 
procesal penal, específicamente en lo relativo a la confrontación entre aciertos y 























 Analizar la importancia de la acusación en el proceso penal nicaragüense, a 
través del estudio de casos concretos que nos permitan identificar los 




 Conocer la evolución de la  formas de enjuiciamiento penal en Nicaragua. 
 
 Establecer la importancia del principio acusatorio dentro del proceso penal 
nicaragüense. 
 
 Identificar los errores que se cometen en la redacción y sustento de la 
acusación dentro del proceso penal nicaragüense.  
 
 Analizar los principales problemas que se presentan al momento de 
correlacionar la acusación y la sentencia por parte de los jueces. 
 
 Establecer la importancia de la audiencia preliminar y la audiencia inicial, en 











Capitulo 1: Sistemas de enjuiciamiento penal en Nicaragua. 
El proceso penal nicaragüense, a través de la historia, ha reconocido o adoptado 
tres sistemas fundamentales de regulación normativa, conocidos como: el sistema 
inquisitivo, el sistema mixto y el sistema acusatorio. A continuación se habla de 
cada uno de éstos sistemas. 
1.1 Sistema inquisitivo. 
Según  Cesar R. Crisóstomo Barrientos Pellecer, Gustavo Adolfo Vega Vargas, 
Alfredo Chirino Sánchez, Mario Alberto Houed Vega, María Asunción Moreno 
Castillo, Manuel Arauz Ulloa (2006), señalan que: 
Por influencias del derecho canónico, que crea un proceso penal 
propio para no tener que confrontarse con los gentiles, del que 
conocían los Tribunales del Obispado, y que tiene su máximo auge, 
mezclado con elementos del derecho Romano, a partir de la alta 
edad media (siglo VIII), nace un proceso penal distinto, llamado 
inquisitivo, que toma elementos del proceso acusatorio, ya en declive 
frente al auge del proceso canónico. 
El procedimiento se dividía en dos partes, la inquisición general, en 
la que se comprobaba el hecho y se buscaba al delincuente, y la 
inquisición especial, que comenzaba cuando, como consecuencia de 
las anteriores investigaciones, quedaba indiciada una persona como 
culpable del delito. 
El procedimiento se iniciaba como una denuncia, que no obligaba al 
denunciante a probar ni justificar los hechos denunciados, 
practicándose a continuación los actos de investigación, que 
permitían  el encarcelamiento del inculpado, todo ello ejecutado en 
secreto, mediante actuaciones escritas y con autorización general 




para practicar la tortura a fin de obtener su confesión, la prueba reina 
de este proceso. 
Practicadas las actuaciones, se sometía a juicio al acusado, 
permitiéndosele ver los autos y designar un defensor, dictándose 
sentencia absolutoria o condenatoria a la vista de las pruebas 
practicadas, que era escrita pero no motivada. 
Para casos de culpabilidad evidente se introdujo la modalidad de 
proceso inquisitivo sumario (sumario et de plano), añadiéndose 
después un juicio sumarísimo, sobre todo el enjuiciamiento de 
bandoleros, sin ninguna garantía para el imputado, pero muy 
extendido a finales del siglo XVI (particularmente en Italia). 
Son principios básicos del proceso penal inquisitivo los siguientes: 
1. La intervención de oficio (ex officio) del juez, sin necesidad de 
acusación, sino por propia iniciativa. Es decir que la autoridad judicial 
no tenía que esperar un líbelo acusatorio o una denuncia para actuar 
y proceder a iniciar una investigación penal. 
 
2. El secreto del procedimiento, no solo con relación al público en 




3. Procedimiento totalmente escrito, como consecuencia de la 
aportación canoníca. 
 
4. Unicidad de posición entre el juez y el acusador, siendo la misma 
persona y el mismo órgano, principio hoy desterrado en la legislación 
nicaragüense.  
 




5. Plena libertad del juez en la búsqueda de las pruebas, principio 
superado en la actualidad. 
 
6. El imputado y su defensa tenían limitaciones para promover o 
presentar pruebas. 
 
7. Prisión provisional del imputado, que operaba como regla y no como 
excepción. De tal manera que primero se detenía al reo y después 
se investigaba. 
 
8. El juez dirige el proceso, y actúa activamente en la investigación, o 
búsqueda de la verdad. 
 
9. El procedimiento se inicia por denuncia, acusación, rumor o 
pesquisas oficiales, o cualquier conocimiento  de oficio, sobre un 
hecho con características delictivas. 
 
10. El acusado es objeto de la investigación, y no sujeto del 
procedimiento. 
 
11. La confesión es la prueba que reina. 
 
12. La decisión se concreta en el juez, el cual tiene una amplia 
discreción en lo relacionado con  los medios probatorios aceptables 
(pp.35, 36). 
El sistema inquisitivo, deviene del Santo Oficio de la Inquisición y respondía a los 
intereses del mismo, en el que su función primordial dentro de la comunidad 
cristiana, era en primer lugar velar por la pureza de la fe y del dogma para 
encausar los errores cometidos por los apostatas, durante el siglo XVI los 
sospechosos de ser iluminados y bien como sabios, estudiosos, eran los que más 
sufrieron persecuciones, entre ellos las persecuciones a mujeres. 




El Código de instrucción criminal (In), decretado el 29 de marzo de 1879, tiene 
esta referencia histórica, así como ser producto de la conformación política de 
Estado-Nación español ocurrida durante la conquista y colonización de América, lo 
que devino en una monarquía absoluta, como forma predominante de gobierno, 
sometiendo de paso, las organizaciones socio-políticas que regían las culturas 
autóctonas. 
En el sistema inquisitivo, el principio de legalidad obliga a que iniciado un proceso 
penal con la noticia de un hecho delictivo concluya únicamente con sentencia o 
sobreseimiento, de manera que la reacción del Estado es automática, inevitable y 
sin posibilidad de retracción, se puede decir que el propósito es el de que todo 
delito, deberá ser siempre investigado, juzgado y castigado. 
Cabanellas de las cuevas, Guillermo (1994) dice que: 
El sistema inquisitivo es aquel, en que el enjuiciamiento criminal de 
otros tiempos en que al juez le pertenecía la iniciativa probatoria y la 
discrecionalidad punitiva, incluso sobre el rigor de la acusación 
Pública, o privada, y hasta prescindiendo en absoluto de una y otra 
(p.918). 
El pasado Código de Instrucción Criminal nicaragüense, constituía una flagrante 
violación a los derechos humanos y a la Constitución Política de Nicaragua, 
porque sus normas eran antagónicas con los derechos humanos, que  nuestra 
carta magna reconoce como inalienables.  
El sistema inquisitivo nicaragüense también  marginó a la víctima, violentándole 
sus derechos constitucionales, por ejemplo, para acusar en los delitos de acción 
pública se le impone una fianza de calumnia como garantía de seguir y fenecer la 
acusación y de asegurar las costas y los daños y  perjuicios inferidos al acusado 
en caso de que no se logre probar su culpabilidad, pues se parte de la presunción 
de que participa en el proceso penal con propósitos ajenos a la justicia y además 
de que actúa con falsedad o alterando la verdad (arto. 123). Lo que se 
complementa con la norma que establece que el ofendido dará su declaración al 




juez en interrogatorio o bajo juramento, es decir advertido de la posibilidad de 
cometer los delitos de perjurio o falsedad, con lo que se le pone en una verdadera 
desventaja debido a que si su versión o la verdad no se prueba por las debilidades 
propias de la instrucción o la sentencia es absolutoria, queda indefenso frente a la 
reacción del procesado, o del mismo Estado, en virtud que habrá cometido delitos 
contra la administración de justicia. 
1.2 Sistema mixto. 
Según  Cesar R. Crisóstomo Barrientos Pellecer, Gustavo Adolfo Vega Vargas, 
Alfredo Chirino Sánchez, Mario Alberto Houed Vega, María Asunción Moreno 
Castillo, Manuel Arauz Ulloa (2006), señalan que: 
Muchos países europeos, entre ellos España, adoptaron siguiendo 
Francia un modelo de enjuiciamiento criminal mixto, basado en una 
mezcla de caracteres inquisitivos y acusatorios, en función de las 
diferentes fases del proceso penal. El siglo XXI europeo fue testigo 
de la evolución legislativa que transformó el proceso penal inquisitivo 
del antiguo régimen en el proceso penal acusatorio formal o mixto, 
que es de origen Francés, de gran influencia en los procesos 
penales de la Europa continental, en Alemania, Italia o España (cuya 
Ley de enjuiciamiento criminal, de 1882, todavía está vigente). 
Sus características principales son: 
1. Las funciones de acusar y de juzgar están separadas: Juzga el 
órgano jurisdiccional y acusa un órgano público, el Ministerio Fiscal o 
Público, y a su lado si lo desea, dependiendo de sistemas pues hay 
algunos que atribuyen en monopolio al Ministerio Público la acción 
penal, el ofendido por el delito, o incluso el no ofendido por el delito. 
Esta modalidad pretende corregir el principio del sistema acusatorio 
puro con base en el cual solamente los particulares tenían derecho 
de acción. 
 





2. División en dos fases del proceso: La primera es la de investigación 
del delito, sus circunstancias y quien lo ha podido cometer, sirviendo 
sus actuaciones para meritar si se le acusa por ello o no, y otra para 
juzgarlo, practicándose las pruebas que demuestren su culpabilidad 
o inocencia. Pues bien, la primera fase, la de investigación quedaría 
sometida a las características más importantes del principio 
inquisitivo, y la de juicio o vista, a las del acusatorio. 
 
3. La vista o acto del juicio oral rige por los principios de oralidad, 
publicidad y contradicción: la idea fundamental es que el tribunal 
dicte la sentencia con base en las aportaciones que en este acto se 
realicen, y no en la fase de investigación. Para hacerla efectiva, ha 
entendido el legislador que el principio que menor se acomoda a ella 
era el de oralidad y los que de él se derivan. 
 
 
4. Connatural al sistema acusatorio formal es el juicio con jurado: así se 
entendió históricamente en la Europa continental, aunque en unos 
países se evolucionó pronto hacia el modelo de escabinato (Francia, 
Alemania o Italia), y en otros como en España sencillamente se 
suspendió hasta nueva orden (lo que ha ocurrido en 1995). Pero hoy 
debe ser discutible afirmar que el jurado es esencial al sistema 
acusatorio formal, pues se dice que basta con los caracteres 
anteriormente citados. 
 
5. La acción penal, es ejercida por un organismo estatal, creando para 
tal efecto el Ministerio Público, se admite con cierta frecuencia, que 
sea iniciado de oficio por el juez, y se le permite el ejercicio de la 
acción civil,  por parte del perjudicado. 
 





6. La instrucción se acerca mucho a la del sistema inquisitivo, y el 
debate se inicia hacia el sistema acusatorio. Se presume la inocencia 
del inculpado. 
 
7. El sumario es escrito y secreto, en donde los poderes del juez son 
absolutos, y las facultades del inculpado son restringidas. 
 
8. El plenario, por el contrario al sistema inquisitivo es público, oral y 
contradictorio. 
 
9. Las pruebas recogidas en el sumario, deben ser presentadas en el  
plenario. 
 
10. El jurado valora las pruebas por el sistema de libre convicción, y los 
jueces por la sana crítica. 
 
11. El juez es una persona técnica nombrada por la Ley. 
 
 
12. Desenvolvimiento del proceso, según principios de la escritura, y el 
secreto. 
 
13. El acusado es objeto de la investigación, y es órgano de prueba. 
 
En nuestra opinión, es una institución que refuerza notablemente al 
sistema de enjuiciamiento criminal, pues significa la participación del 
pueblo en el único poder en que hasta ahora le era negado, el 
judicial, por tanto, en el ejercicio de la función jurisdiccional de juzgar 
y hacer ejecutar lo juzgado, derivada de la potestad jurisdiccional, 
pero ciertamente su inexistencia no viola los principios esenciales de 




ese sistema, la opción nicaragüense por el jurado (art. 34.3 Cn) 
cierra esta polémica favorablemente (pp.36,38). 
Se dice que los vestigios del sistema mixto, se encuentran en la etapa de 
transición de la República en el imperio romano, este sistema se fundamenta en el 
derecho canónico, y se instaura en Alemania en 1532, posteriormente con el 
tiempo, llega a recobrar gran importancia y se implementa en Francia, como 
resultado de los primeros movimientos políticos liberales, de la primera mitad del 
siglo XIX.  
 
1.3 Sistema acusatorio. 
Colín Sánchez, Guillermo (1985), señala que: 
“El proceso penal acusatorio, es la más antigua manifestación 
histórica que registra la historia, en estas materias es considerado 
con la forma primitiva de los juicios criminales, debido a que 
históricamente, mientras prevaleció el interés privado, solo se 
iniciaba el juicio, previa acusación del ofendido o de la sociedad en 
general” ( p.186). 
Este sistema floreció en Grecia, en la época de apoyo en Roma, y en el derecho 
germánico, recogiendo una Italia en la época del esplendor de sus ciudades, que 
es cuando renace el derecho Romano. El proceso penal romano fue acusatorio, 
en la época área de comicios, y en el periodo siguiente de las Quaestiones 
Popetuac (una especie de comisión de jurados). En un principio corresponde a la 
concepción privada del derecho penal, en cuanto el castigo del culpable es un 
derecho del ofendido, quien puede ejercitar su derecho o abandonarlo; si lo 
ejercita, el castigo y el resarcimiento del daño se tramitan en un mismo 
procedimiento, sin que haya distinción entre procedimiento penal y procedimiento 
civil. 
 




Cabanellas, Guillermo (1994), establece que: 
El sistema acusatorio se aplica al procedimiento penal que obliga al 
juzgador a decidir según los resultados de la acusación pública o 
privada y de la controversia mantenida con la defensa, salvo especial 
informe solicitado de las partes sobre actos, omisiones, o 
circunstancias no tenidos en cuenta por ellos. Donde el juez no tiene 
facultades instructoras, su función se limita a dirigir la vista, los 
testigos no son interrogados por él, y son aportados por las partes, 
quienes hacían el interrogatorio. El Juez simplemente dirige 
disciplinamente el proceso, y según su competencia, su papel 
culmina emitiendo la correspondiente sentencia (p.918). 
En Nicaragua se introdujo el sistema acusatorio con la reforma procesal penal de 
Ley No. 406, públicada en la Gaceta No. 243 del 21 de Diciembre de 2001, y No 
244 del 24 de Diciembre de 2001 (Código Procesal Penal).  
Para que el sistema, pudiese recibir el adjetivo de acusatorio, tiene que permitir, 
de un modo no excesivamente formalizado, que se conozca la imputación del 
acusador en contra del acusado, posibilitando el acceso a la justicia por parte de la 
víctima y el derecho a la defensa del imputado o acusado. Ambos elementos 
extremos constituyen el doble rostro del principio de tutela judicial efectiva, donde 
la efectividad significa prontitud y cumplimiento. 
El interés más grande del sistema acusatorio, es que el rol del acusador se 
diferencia absolutamente del rol del juez, este último se limita a escuchar la 
acusación o propuestas del acusador, así como la defensa que realiza el acusado, 
para luego impartir su decisión, evitando extender una protección particular a 
cualquiera de ellos, fuera de la que le permite la ley. 
Al juez en el sistema acusatorio, le está prohibido expresamente realizar actos de 
investigación o actos de prueba no solicitados por el acusador en el momento 
oportuno que la Ley le concedió para hacerlo. Sistema acusatorio viene a 
significar, entonces que las facultades de persecución solamente serán ejercidas 




por los fiscales del Ministerio Público, o por el acusador particular o por el 
querellante, limitándose los jueces al control de garantías constitucionales, 
internacionales y legales, así como al dictado de la solución final con arreglo a 
derecho. 
Es decir, que si el acusador  no realizó bien su acusación, si erró en su estrategia 
o planteamiento, o si llevó a cabo actos de investigación inútiles e impertinentes, si 
no buscó toda la prueba o no llamó en juicio la prueba que era adecuada para su 
teoría del caso, o bien dejó pasar el tiempo, de forma que el asunto prescribió, no 
le corresponde  a los jueces tratar de impedir que eso suceda, ni remediarlo 
cuando haya acontecido. 
El principio acusatorio, establece, que el juez  no puede proceder o ejercer la 
acción penal, si el titular de la acción penal, no lo ha ejercido, por lo tanto, no es 
posible la existencia de un proceso sin este requisito. 
El derecho de acusar es propio del ofendido, o de sus más próximos parientes. 
Los actos de acusación residen en un órgano del Estado, (Ministerio público), los 
actos de defensa en el defensor (particular o de oficio), y los actos de decisión en 
los Órganos Jurisdiccionales (Juez o Magistrado). 
En la actualidad, el sistema acusatorio, ha sido adoptado por aquellos países 
organizados bajo el régimen democrático. 
El Código Procesal Penal, establece en su artículo 281: “El juicio se realizará 
sobre la base de la acusación, en forma oral, pública, contradictoria  y 
concentrada”. 
El sistema acusatorio se caracteriza por: 
1. La acusación penal, es la que pone movimiento a la jurisdicción, y no 
permite el ejercicio de oficio de la acción penal. 
 
2. La separación obligatoria de los roles del acusador, defensa y  juzgador. 
 





3. La prohibición para los jueces de iniciar o continuar las causas de oficio. 
 
4. La prohibición para los jueces de realizar actos de investigación o bien de 
prueba no solicitados por el Ministerio Público. 
 
 
5. Participación de la víctima y constitución como acusador particular. 
 
 
6. La centralización de la acusación como eje sobre el cual gira el proceso 
penal. 
 
7. La necesidad de correlación entre acusación y sentencia que pone término 
al proceso penal. 
 
8. Restitución o resarcimiento de los daños y perjuicios causados a la víctima. 
 
9. Investigación a cargo de la Policía Nacional y del Ministerio Público. 
 
10. Ejercicio del principio de oportunidad por el Ministerio Público, en el 
ejercicio de la acción penal. 
 
11. Igualdad de partes. 
 
 
12. Libertad personal del acusado, antes que se produjere la sentencia. 
 
13. El juzgador limita su juicio a los hechos alegados y probados. 
 
14. Vinculación del tribunal a los hechos y pretensiones de las partes. 





15. Quien juzga es una Asamblea o Jurado popular, por lo que las sentencias 
no son apelables, sino que rige el principio de instancia única.  
 
16. Derecho del acusado de elegir su juzgamiento mediante juez técnico o 























Capitulo 2: La acusación en el sistema acusatorio y principios básicos que lo 
rigen. 
2.1 El sistema Acusatorio. 
Uno de los deberes básicos de todo Estado de derecho es garantizar a los 
ciudadanos que sus bienes jurídicos serán tutelados o protegidos de acuerdo con 
procesos legalmente establecidos. La única forma de garantizar la protección de 
esos bienes jurídicos es mediante la posibilidad de acceso a la justicia por parte 
de quien se sienta perjudicado. 
Cabanellas de las cuevas, Guillermo (2004) señala que: 
El sistema acusatorio es un ordenamiento procesal penal en el cual 
el que es juzgado ha de atenerse a la condena a lo que la acusación 
pública o privada haya solicitado, sin rebasar la severidad de la pena 
ni castigar hechos que no hayan sido objeto de la controversia o 
aceptados por el culpable, salvo que el juez solicite informe especial 
de las partes a cerca del delito y circunstancia modificativas no 
alegadas hasta entonces o expresamente abandonadas (p.231). 
Aguilar García, Marvin (2006), establece que: 
Dentro de los deberes básicos del Estado contenidos en la 
Constitución Política de Nicaragua, se encuentra el de hacer efectiva 
la tutela de bienes jurídicos mediante la persecución penal, en el 
marco del respeto de los derechos individuales de los ciudadanos 
nicaragüenses. 
Para cumplir objetivamente con estos deberes y así hacer funcionar 
la administración de justicia penal, se introdujo el sistema acusatorio, 
público y oral en el nuevo Código Procesal Penal (p.7). 




La idea de introducir el sistema acusatorio fue llevada a cabo con el propósito de 
sustituir el sistema inquisitivo, al que tantas críticas se le habían hecho por la 
pérdida de garantías que significaba el irrespeto a los principios constitucionales y 
a los tratados internacionales. 
Para que un sistema, pueda recibir el adjetivo de acusatorio, tiene que permitir, de 
un modo no excesivamente formalizado, que se conozca la imputación del 
acusador en contra del acusado, posibilitando el acceso a la justicia por parte de 
quien se siente ofendido pero impidiendo que se imponga una condena a partir de 
una imputación ambigua, vaga o incierta, o mediante violación de un proceso 
ajustado al derecho de la Constitución Política y de los Tratados Internacionales. 
2.2  Relación del Principio Acusatorio con los otros  principios básicos del 
proceso penal. 
Los principios rectores del derecho penal están formulados, explícita o 
implícitamente en la Constitución Política de Nicaragua, en el Código Penal y el 
Código Procesal Penal de nuestro país, a través de ellos se fijan limites para el 
legislador, cuando legisla en materia penal, a los Jueces y Magistrados cuando 
aplican las normas penales, y a  la administración de justicia cuando ejecuta las 
sanciones impuestas por los órganos jurisdiccionales. 
Según el Proyecto de Reforma y Modernización Normativa (2002), los principios 
procesales persiguen hacer realidad los propósitos siguientes: 
a. El establecimiento de una política criminal que tiene como meta la 
protección fáctica de los derechos humanos y garantías previstas en 
la Constitución Política de Nicaragua y en los Tratados y  Acuerdos 
Internacionales ratificados por Nicaragua. 
 
b. La separación de poderes y la mejora del acceso a la justicia. 
 
 




c. El fortalecimiento de los instrumentos de persecución delictiva, 
circunstancia que obliga al Estado a concretar esfuerzos y recursos 
en el combate del delito. 
 
d. El abandono de políticas criminales alternativas de orden público y 
de carácter exclusivamente represivo. 
 
 
e. El fortalecimiento de la democracia y el Estado de Derecho. 
 
f. La revaloración del Poder Judicial como sede de la legítima coerción 
penal y órgano garante de la Constitución Política. 
 
 
g. La propugnación de un derecho penal de culpabilidad demostrada 
mediante un proceso que cumpla con todas y cada una de las 
garantías procesales. 
 
h. La búsqueda de la readaptación social de los reclusos y la 
incorporación de las pretensiones de resarcimiento civil de la víctima 
al interés social (P.47). 
Cabanellas, Guillermo (1994), establece que: 
El principio acusatorio contiene una separación de funciones entre el 
órgano que acusa y el que decide, estableciendo una separación de 
roles en la realización del enjuiciamiento del objetivo proceso penal, 
por lo que le corresponde al Ministerio Público, acusador particular o 
querellante según sea el caso hacer andar la maquinaria punitiva del 
Estado, mediante la presentación de la acusación. 
La importancia de este principio  radica en preservar la imparcialidad 
del juez, para que éste sea un auténtico juzgador supra partes, sin 




que le competa la función de perseguir los delitos cometidos, sino 
solo la de juzgar si se ha cometido o no un delito tipificado por el 
código penal, con base a las pruebas que hayan sido aportadas por 
las partes. Esto constituye una garantía imprescindible de la 
imparcialidad del juez y esta a su vez es una garantía de la justicia 
del juicio (p.1383). 
Según  Cesar R. Crisóstomo Barrientos Pellecer, Gustavo Adolfo Vega Vargas, 
Alfredo Chirino Sánchez, Mario Alberto Houed Vega, María Asunción Moreno 
Castillo, Manuel Arauz Ulloa (2006), señalan que: 
Para poner en práctica el principio acusatorio se tienen que dar tres 
situaciones diferentes: 
 Las personas y los hechos a condenar deben coincidir con los que 
se establecen en .la acusación presentada en juicio. 
 
 Se da inicio al proceso con una acusación formulada y presentada 
por una persona distinta a la que juzga. 
 
 El juez o tribunal deben ser imparcial en el juicio a la hora de dictar 
su sentencia o veredicto (p.66). 
El Código Procesal Penal Nicaragüense, contempla Diecisiete Principios que rigen 
la interpretación de todas las formas procesales. Estos principios están 
conectados directamente con la acusación dentro de nuestro sistema acusatorio. 
A continuación haré una relación  entre el principio acusatorio con los demás 
principios que rigen el proceso penal: 
2.2.1 EL principio acusatorio. 
Se encuentra en el artículo 10 de nuestro Código Procesal Penal, el cual indica 
literalmente: 




“El ejercicio de la acción penal es distinto del de la función 
jurisdiccional, en consecuencia los jueces no podrán proceder a la 
investigación, persecución ni acusación de ilícitos penales. No 
existirá proceso penal por delito sin acusación formulada por el 
Ministerio Público, el acusador particular o el querellante en los 
casos y en la forma prescritos en el presente código”. 
Como consecuencias directas de este principio podemos señalar: la separación 
obligatoria de los roles del acusador y del juzgador, la imposibilidad de los jueces 
de realizar actos de imputación, la prohibición de los jueces de iniciar o continuar 
causas de oficio, la centralización de la acusación como eje sobre el cual gira el 
proceso penal, la necesidad de correlación entre la sentencia que pone término al 
proceso penal y la acusación formulada para iniciar ese proceso. 
Este principio es una garantía especial del proceso penal, dentro del que se 
encuentra la imparcialidad del juez lo cual lleva a la separación de funciones, de 
instruir, acusar y juzgar. 
. 
2.2.2 Principio de legalidad. 
El principio de legalidad se encuentra tanto en la Constitución Política de 
Nicaragua como en el Código Procesal Penal. 
El artículo 160 de la Constitución Política, establece que:  
“La administración de justicia garantiza el principio de la legalidad, 
protege y tutela los derechos humanos mediante la aplicación de la 
Ley en los asuntos o procesos de su competencia”. 
El artículo 1, del Código Procesal Penal, por su parte establece: 
“ Nadie podrá ser condenado a una pena o sometido o a una medida 
de seguridad, sino mediante una sentencia firme, dictada en un 
tribunal competente en un proceso conforme a los derechos y 




garantías consagrados en la Constitución Política, a las 
disposiciones de este Código y Tratados, Convenios y Acuerdos 
Internacionales suscritos y ratificados por la República”. 
De lo anterior se desprende que nadie puede ser condenado a una pena sin una 
acusación adecuada, puesto que ningún tribunal competente podrá dictar una 
sentencia correcta si se basa en una acusación incorrecta. 
Este principio obliga que el proceso penal se realice con arreglo a un 
procedimiento previamente establecido, lo que implica automáticamente que no 
pueden inventarse normas procesales, y que los casos no previstos por el sistema 
deben ser resueltos mediante la aplicación de los principios generales aplicables 
al proceso penal. 
2.2.3 Principio de presunción de inocencia. 
“Nadie es culpable si una sentencia no lo declara así” 
Esto en concreto significa que solo la sentencia tiene esa virtualidad y que toda 
persona es inocente hasta que no se demuestre lo contrario, y la prohibición de 
presentar a una persona como culpable antes de sentencia firme y que debe de 
existir derecho de presunción de inocencia en todas las fases del proceso penal 
mientras no exista  sentencia firme. 
Así mismo  al momento de la sentencia solo existen dos posibilidades: culpable o 
no culpable, no existe una tercera posibilidad, la culpabilidad debe ser 
jurídicamente construida y que esa construcción implica la adquisición de un grado 
de certeza, y que el imputado no puede ser tratado como culpable. 
2.2.4 Respeto a la dignidad humana. 
El respeto a la dignidad humana es exigible en todas las etapas del proceso penal 
inclusive en la ejecución de la sentencia, se refiere a la protección de los derechos 
humanos y a la igualdad  como principio rector de la dignidad humana. 
 




2.2.5 Derecho a la defensa. 
El derecho  a la defensa resulta consustancial al concepto de proceso, ya que 
implica la búsqueda de la verdad material y plantea como método, la contradicción 
en el juicio entre la acusación y su antítesis, la defensa. 
Este derecho subjetivo público pertenece a toda persona a la que se le imputa la 
comisión de un hecho delictivo. 
Defensa Material: facultad del imputado de intervenir y participar en el Proceso 
penal que se instruye en su contra, facultad de realizar todas las actividades 
necesarias para oponerse a la imputación 
1. Ser citado y oído: expresar libremente sobre cada uno de los extremos de 
la imputación. (conocimiento de la misma).                                                                                
2. Argumentar, rebatir, controlar, producir y valorar la prueba de cargo. 
3. Expresar razones que permitan su absolución. 
4. Exige su presencia para que pueda realizarse el proceso. 
Defensa técnica: derecho a ser asistido técnicamente por un profesional del 
derecho. El imputado tiene la facultad de elegir al abogado de su confianza. Si 
no lo hace el estado deberá proveer uno. 
La defensa técnica se refiere al derecho de ser representado por un defensor 
público o privado. 
1. La defensa técnica es una de las formas de equiparar las posiciones entre 
el acusador y el acusado. No es tan solo un asistente técnico del imputado, 
sino un verdadero sujeto del proceso penal. 
2. Controla la prueba que valora el tribunal en la sentencia. 
3. Producción de pruebas de descargo. 
4. Idénticas posibilidades de influir en la decisión del tribunal. 




El derecho a la defensa también se refiere a que el acusado tiene derecho a la 
gratuidad de la defensa pública cuando no tienen capacidad económica para 
pagar un abogado particular, y a la de tener un defensor en todo momento, 
especialmente si se dan los siguientes casos: 
 Abandono de la defensa. 
 Revocatoria de la designación de defensor. 
 Muerte del defensor. 
  Renuncia del defensor. 
 Excusa del defensor. 
 
2.2.6 Principio de proporcionalidad. 
Es un parámetro de conducta que debe guiar al juez para que garantice en todo 
momento un equilibrio entre el derecho a castigar del estado u los derechos de las 
personas sometidas a un proceso penal. (Equilibrio entre las medidas y el fin). 
Son características de las potestades de jueces, Ministerio Público y Policía 
Nacional: la racionalidad, la necesidad, la idoneidad y el respeto a los derechos 
individuales. 
Requisitos del principio de proporcionalidad. 
A. Adecuación de la medida a fin que la justifica. 
            Tutela de bienes. 
B. Necesidad de la medida. 
            Principio de mínima intervención. 
C. Proporcionalidad en sentido estricto. 
           Proporcionalidad de la pena con respecto a la gravedad del hecho. 
 




2.2.7 Principio de única persecución.  
El Arto. 6 del Código Procesal Penal establece que: Quien haya sido sobreseído, 
absuelto o condenado por una resolución firme no podrá ser sometido a nueva 
persecución penal por los mismos hechos. 
A este efecto, las sentencias dictadas y ejecutadas en el extranjero serán 
reconocidas en Nicaragua conforme a los Tratados y Convenios Internacionales 
suscritos y ratificados soberanamente por la República. 
2.2.8 Principio de finalidad del proceso penal: 
El proceso penal tiene como finalidad: 
 Solucionar el conflicto penal. 
 Restablecer la paz jurídica. 
 Restablecer la convivencia social armónica. 
 Esclarecer los hechos. 
 Determinar la responsabilidad del acusado. 
 Determinar la aplicación de la pena o medida de seguridad imponible. 
 Determinar otras soluciones según la posibilidad de la acción penal: 
mediación y acuerdo inter partes. 
 
2.2.9 principio de gratuidad y celeridad procesal. 
En este principio se connota la obligación que tienen los Tribunales dentro de los 
plazos previstos y de la Policía y Fiscales de realizar la investigación, formular la 
acusación o actuar en el Proceso Penal dentro los plazos establecidos. 
La justicia en Nicaragua es: gratuita, pronta, transparente y efectiva, por tanto el 
principio de gratuidad y celeridad procesal se refiere a que exista resolución en un 
plazo razonable y que el formalismo de la resolución no debe perturbar las 
garantías constitucionales. 




Aforismo:         “justicia tardía equivale   a una denegación de                          
justicia”. 
2.2.10 Principio de intervención de la víctima. 
Se refiere a la facultad que tiene la víctima de intervenir durante el proceso en 
todos los actos procesales de su interés. (En caso de que no quiera personarse 
como parte). 
La víctima puede ejercer la acción civil de restitución o indemnización ante el 
mismo Juez penal. 
Los derechos de la víctima se recogen en  los artos. 109 y 110. 
La víctima tiene derecho a ser parte desde el inicio y en todas las instancias del 
proceso. 
2.2.11 Principio de juez natural. 
En virtud del cual nadie puede ser juzgado por comisión, el Tribunal o juez 
especialmente nombrado para el caso, sino exclusivamente por Órganos 
Jurisdiccionales preestablecidos que tienen la función de aplicar, integrar e 
interpretar las leyes en los casos concretos. 
Se refiere al principio de competencia jurisdiccional: la competencia está dada por 
ley previa al hecho que se juzga, nadie puede ser sustraído de su juez competente 
ni llevado a jurisdicción excepción (prohibición de jueces ad hoc). 
 
2.2.12 Principio de jurado. 
Todo proceso tiene derecho a juicio por jurado en los casos determinados por la 
ley, todo ciudadano tiene el deber de acudir a la convocatoria como jurado. 
 
 




2.2.13 Principio de oralidad. 
La oralidad es el principio de toda comparecencia, audiencia y juicio, la violación al 
principio de oralidad es la nulidad del acto. 
La oralidad, además de constituir un principio es un instrumento facilitador de los 
principios y garantías que estructuran el proceso penal. Es un mecanismo de 
comunicación entre el juez, las partes y los medios de prueba que permite 
descubrir la verdad de un modo más eficiente y controlado, 
La oralidad va de mano de la publicidad, pero esta última no es absoluta, pues 
podrá ser limitada según la Constitución Política  y la Ley. 
La producción de la prueba y los alegatos de la acusación y de la defensa deben 
respetar el principio de oralidad, y por lo tanto producirse ante el juez o jurado. 
2.2.14 Principio de oportunidad. 
Permite soluciones diversas a los casos penales impuestas por la necesidad y la 
realidad. Se faculta al Ministerio Público, para en los supuestos previstos en la ley, 
abstenerse a ejercer la acción penal o desistir de la misma si ya fue iniciada. 
Procede en los casos y formas señalados por la ley. Se refiere a casos permitidos 
por la ley en los que se resuelve el conflicto penal de manera distinta a la 
sentencia. Procede únicamente con la aprobación judicial y sus manifestaciones 
son: la mediación, la prescindencia de la acción penal, el acuerdo y la suspensión 
condicional de la persecución. 
2.2.15 Principio de libertad probatoria. 
Cualquier hecho de interés para el objeto del proceso puede ser probado por 
cualquier medio de prueba lícito. 
Principio de valoración de la prueba de acuerdo con la sana crítica o reglas de la 
lógica y la racionalidad de criterio. 
 




2.2.16 Principio de licitud de la prueba. 
Se refiere a que la validez de la prueba está dada por su escrito ajuste a un medio 
de obtención lícito. 
La prueba es válida si se incorporó legalmente al proceso, en este principio se 
prohíbe la utilización en otro proceso penal, la prueba objeto del acuerdo según 
las reglas del principio de oportunidad, cuando el acuerdo no se alcanzó o no fue 
homologado. 
La prueba solo tendrá valor si ha sido obtenida por un medio lícito e incorporada al 




















Capitulo 3: La función acusatoria. 
3.1 La función acusatoria en el marco de los instrumentos internacionales 
ratificados por Nicaragua. 
Los Instrumentos Internacionales ratificados por Nicaragua tienen como finalidad 
la protección de los derechos humanos de todo ciudadano Nicaragüense con el fin 
de garantizar que se cumpla lo establecido en las Leyes, Decretos, y Normas 
existentes en nuestra legislación, de ahí la importancia de estos instrumentos que 
sirven como medio de defensa tanto para la persona acusada como persona 
acusadora al existir vacios en las Leyes y violaciones a los derechos individuales 
de los ciudadanos nicaragüenses. Entre los instrumentos internacionales 
relacionados con la función acusatoria en nuestro país se encuentran: 
3.1.1 Declaración Universal  de los Derechos Humanos. 
Araya Matarrita, Saúl (2007), señala que: 
La declaración Universal de los Derechos Humanos que  fue 
proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en 
resolución 217 A (III), del 10 de diciembre de 1948, en relación con la 
acusación contiene varios principios protectores tales como: 
3.1.1.1 Principio de igualdad judicial y de protección legal: Artículo 
7: todos son iguales ante la Ley y tiene, sin distinción, 
derecho a igual protección de la Ley.  
En este sentido, la acusación del Ministerio Público es un 
mecanismo de protección del derecho a disfrutar de los bienes 
jurídicos penalmente tutelados. La falta de acusación, en los casos 
que se amerita, evidencia un irrespeto al principio de protección legal 
para la víctima, y de inobservancia al principio de igualdad judicial 




respecto a otros ciudadanos en cuyo favor si se presentó una 
acusación en circunstancias semejantes. 
 
3.1.1.2 Principio de tutela judicial efectiva: Articulo 10: Toda 
persona tiene derechos, en condiciones de plena igualdad, 
a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal 
independiente e imparcial, para la determinación de sus 
derechos y obligaciones o para el examen de cualquier 
acusación contra ella en materia penal.  
Esta norma debe de interpretarse en relación con la acusación, en el 
sentido de que el acceso a la justicia ha sido reconocido para toda 
persona, no solo al acusado, sino también para la víctimas, 
recordemos que no todas las víctimas pueden pagar un abogado 
para que acuse por ellas, tal como exigen las diversas normas 
procesales al acusador privado (p.33). 
3.1.2 Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre. 
Araya Matarrita, Saúl (2007), establece que: 
La Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, 
aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana, 
celebrada en Bogotá, Colombia, en 1948, en relación a la acusación 
establece varios principios protectores: 
3.1.2.1 Principio de igualdad judicial: Articulo 11: Todas las 
personas son iguales ante la Ley y tienen los mismos 
deberes y derechos consagrados en esta declaración. En 
relación a la acusación este principio protector la igualdad 
ante la Ley debe entenderse como el derecho del acusado 
de que la acusación se entienda como el límite de su 
enjuiciamiento, así como el derecho de la victima de que la 




acusación constituya su herramienta de acceso a la 
justicia, a la cual tiene derecho tanto como lo tiene el 
acusado. 
 
3.1.2.2 Principio de  protección judicial o tutela judicial efectiva: 
Artículo XVIII: Toda persona puede ocurrir a los tribunales 
para hacer valer sus derechos. La acusación se convierte 
en un instrumento que hace posible la tutela judicial 
efectiva de la víctima, el cual es una prerrogativa 
irrenunciable en un Estado de derecho (p.33). 
3.1.3 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Organización de las 
Naciones Unidas. 
Araya Matarrita, Saúl (2007), afirma que: 
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 
Organización de las Naciones Unidas, aprobado y abierto a la firma, 
ratificación y adhesión por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en resolución 2200-A (XXI), entro en vigor el 23 de marzo de 
1976, fue aprobado por Nicaragua mediante Decreto No 255 del 8 de 
enero de 1980, respecto de las acusación, dispone los siguientes 
principios: 
 
3.1.3.1 Principio de igualdad ante la Ley: Articulo 26: Todas las 
personas son iguales ante la Ley y tienen derecho sin 
discriminación a igual protección de la Ley. 
Este principio señala que la Ley tiene una finalidad protectora, por lo 
que la acusación no solo garantiza y limita el derecho del Estado de 
castigar, sino que también tiene como fin la protección de todas las 




personas que están bajo su sombra, cuando los derechos de ellas 
sean desconocidos por otros sujetos. 
 
3.1.3.2 Principio de intimidación e imputación: Artículo 14, inciso 
3): Durante el proceso, toda persona acusada de un delito 
tendrá derecho en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: A ser informada sin demora, en un 
idioma que comprenda y en forma detallada de la 
naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella, 
a disponer del tiempo y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa. 
En relación a la acusación este principio establece el derecho de la 
víctima a llevar antes los jueces penales a su victimario para los fines 
que establece la Ley, así  mismo el derecho del imputado a ser 
acusado adecuadamente (pp.35, 36). 
 
3.2 Los acusadores clásicos. 
Araya Matarrita, Saúl (2007), establece que: 
3.2.1 El Ministerio Público. 
Es por excelencia, el órgano acusador del Estado, tiene a su cargo la 
función acusadora, definiéndose esta por su propia Ley orgánica 
como una función de representación y protección de los intereses de 
la sociedad, interés público o colectivo y de la víctima del delito, 
interés individual o personal. 
El Ministerio Público solamente está subordinado  a la Constitución 
Política de la República y a la Ley, puede promover de oficio o a 
instancia de parte la acción penal, según  el tipo de  delito ya sea de 




acción pública o instancia privada, requiere de los servicios de 
criminalística y forenses para posibilitar la investigación penal y la 
ulterior acusación (p.51) 
La Ley No 346, Ley Orgánica del Ministerio Público, establece en su artículo 
primero, cuales son las atribuciones de esta institución, dentro de ellas se 
encuentran: 
1. Promover de oficio o a instancia de parte, la investigación y persecución de 
los delitos de acción pública. 
 
2. Remitir a la Policía Nacional, las denuncias recibidas para que se practique 
la investigación respectiva con las instituciones jurídicas que estime 
pertinentes. Así mismo, el artículo 248 de Código Procesal penal, establece 
que el Ministerio Público podrá dar a la Policía Nacional las directrices 
jurídicas orientadoras de la investigación, con el fin de dar sustento a la 
acusación. 
 
3. Recibir las investigaciones de la Policía Nacional, y determinar bajo su 
responsabilidad el ejercicio de la acción penal. La fiscalía tendrá que valorar 
el informe policial remitido por la Policía Nacional, y ordenar si es necesario 
la ampliación de la investigación, señalando cuales son las diligencias de 
investigación que se necesitan para el ejercicio de la acción penal (artículo 
252, inciso 1 del Código Procesal Penal). 
El Ministerio Público se encuentra regido por los siguientes principios básicos: 
3.2.1.1 Independencia y autonomía. 
El Ministerio Público para cumplir su función de ejercer la acción penal debe de 
tener en cuenta para ello la existencia de un hecho delictivo, gozar de total 
independencia, debe gozar de autonomía funcional y administrativa, no depender 
de ninguno de los poderes del Estado y en consecuencia no estar sujeto a la 
influencia de ningún orden, para no entorpecer el desarrollo del proceso. 




Los conceptos de independencia y autonomía se encuentran desarrollados en la 
Ley Orgánica del Ministerio Público, en sus artículos primero y sexto y con ello se 
pretende garantizar en su totalidad la transparencia del Ministerio Público en sus 
actuaciones. 
El Ministerio  Público goza de independencia orgánica, institucional y funcional, 
actuando de forma oficiosa cuando tenga conocimiento de la existencia de la 
comisión de un delito, sin que ningún otro ente del Estado o particular lo requiera. 
La independencia administrativa le permite a esta institución su propio desarrollo 
gerencial. 
3.2.1.2 Especialización. 
Según la Ley Orgánica del Ministerio Público, esta institución tiene un carácter 
especializado en el ejercicio de la acción penal. 
Este criterio de especialización también se da al interior de la propia institución, la 
cual debe de organizar unidades especializadas ya sea por la naturaleza de los 
delitos o cualquier otro criterio organizacional. 
Esta forma de organización permite de igual manera, la especialización jurídica de 
los fiscales y una mejor coordinación con la policía, quien también se encuentra 
organizada por secciones o departamentos especializados. 
 
3.2.1.3 Indivisibilidad. 
Este principio define al Ministerio Público como un todo, como un organismo de 
competencia nacional, integrado por diferentes oficinas o dependencia nacionales, 
departamentales y regionales que actúan en representación del Fiscal General de 
la República y no en nombre propio. 
Los fiscales gozan de autonomía jurídica para resolver los casos conforme a la 
Ley, siguiendo las directrices, procedimientos y actuaciones conforme a las 
reglamentaciones de carácter general que establezca el Fiscal General de la 




República como representante del Ministerio Público a fin de permitir establecer un 
criterio institucional. 
Este principio garantiza al Ministerio Público una mayor agilidad de la investigación 
de los delitos, confortar unidades interdisciplinarias con la policía u otras 
dependencias, perseguir la delincuencia organizada, ya que no está sujeta a 
límites de competencia territorial o de materia. 
También como desarrollo de este principio, cualquier fiscal puede reemplazar a 
otro en un proceso judicial sin necesidad de formalidad distinta de la presentación 
de su credencial, pues cada uno de los fiscales actúa en representación del Fiscal 
General y no en forma personal, por tanto no requiere sustitución de poder o 
acreditación especial de personería para actuar. 
3.2.1.4 Unidad de acción y jerarquía. 
El Ministerio Público debe de unificar sus actuaciones a fin de que sus 
funcionarios tengan unos sistemas, procesos y procedimientos sustantivos y 
administrativos claros, transparentes, ágiles y definidos previamente. 
En la unidad de acción y procedimientos de jerarquía, los fiscales están sometidos 
al control de superiores inmediatos y al acatamiento de las directrices que en 
forma general y por escrito establezca el Fiscal General de la República. 
3.2.1.5 El principio de objetividad. 
El artículo 90 del Código Procesal Penal, establece que: 
“El ministerio Público con el auxilio de la Policía Nacional tiene el deber de 
procurar el esclarecimiento de los hechos en el  proceso penal, cumpliendo 
estrictamente con los fines de la persecución penal”. 
Para el éxito de la investigación y el ejercicio de la acción penal ambas 
instituciones deberán coordinar sus acciones para tal efecto, la Policía Nacional 
podrá solicitar al Ministerio Público asesoramiento jurídico que oriente su labor 
investigativa. 




En el ejercicio de su función, el Ministerio Público adecuará a un criterio objetivo, 
velando únicamente por la correcta aplicación de la Ley penal. Deberá formular los 
requerimientos e instancias conforme a este criterio, aun a favor del imputado. 
Lo anterior debe de interpretarse en el sentido de que el Ministerio Público no es 
un acusador a ultranza, ni un perseguidor que solo se concentra en la prueba que 
lleva a condenar. 
Forma parte del sistema acusatorio porque permite moderar la respuesta penal 
ante acciones que aparentemente son ilícitas pero de las que luego se sabe que 
tenían una razón de ser (legítima defensa, estado de necesidad). 
3.2.1.6 Vinculación. 
Todas las instituciones públicas tienen el deber de cooperación con el Ministerio 
público y deben suministrar a esté los auxilios que requiera para el cumplimiento 
de su función. Esta cooperación puede consistir en suministro de información, 
medios o apoyos logísticos para la consecuencia de la prueba, el incumplimiento 
de este deber puede hacer incurrir al funcionario público en el delito de 
desobediencia o desacato. 
El artículo 7 de la Ley Orgánica del Ministerio Público establece que la petición de 
colaboración deberá hacerse por escrito, por el Fiscal General, o por el Fiscal 
regional o departamental. 
3.2.1.7 Obligatoriedad y oportunidad del ejercicio de la acción penal. 
Este principio obliga al Ministerio Público a abstenerse de ejercer la acción penal 
solo cuando de la investigación se determine que el hecho no existió o que la ley 
no lo considera como delito, o que un inculpado contra el que se dirigió la 
investigación no lo cometió o que la acción penal no puede proseguirse por una 
causal objetiva como la prescripción de la acción o muerte del inculpado, y cuando 
la prueba es insuficiente para mantener un pedido condenatorio. 
 





El artículo 7 de la Ley Orgánica del Ministerio Público establece: 
Cuando en el ejercicio de su cargo los fiscales se aparten del marco 
de la  Constitución Política y la Ley le fija y actuaren dolosamente, 
responderán penal y  civilmente de sus actuaciones. Dichas 
responsabilidades deberán ser debidamente comprobadas y 
sancionadas, en su caso, mediante justo y debido proceso judicial. 
Lo que significa que  si un fiscal en el ejercicio de sus funciones incumple con lo 
establecido en la Constitución Política o la Ley, puede responder por los delitos de 
prevaricato, abuso de autoridad, u otro hecho punible y si se comprueba que lo 
llevó a cabo con el ánimo de perjudicar a una de las partes (víctima) a través de 
un acto arbitrario e injusto, debe de responder penal y civilmente por los daños 
causados. 
3.2.2 El acusador particular. 
Araya Matarrita, Saúl (2007) establece que: 
Se trata de la víctima convertida en acusador particular por un delito de acción 
pública cometido en su perjuicio, en cualquier momento del proceso, si la víctima 
misma no es abogada, solo puede intervenir bajo la representación de un 
profesional en derecho mediante un poder especial formalmente otorgado. 
Este debe de manifestar ante la autoridad judicial su intención de constituirse en 
parte acusadora, puede presentar su propio escrito de acusación o bien adherirse 
a la acusación presentada por el Ministerio Público. 
Los derechos de la víctima constituida en acusador  particular pueden resumirse 
en tres grandes áreas: información, intervención e impugnación (pp.51, 52). 
 
 




3.2.2.1 Desistimiento y Abandono de la Acusación Particular. 
De acuerdo a lo que establece nuestro Código Procesal Penal en su  artículo 75, 
la víctima constituida como acusador particular puede desistir del ejercicio de la 
acción penal, y lo puede hacer, en cualquier momento del proceso, es decir, que 
así como  el mismo Código Procesal Penal le da la facultad de constituirse en el 
proceso como acusador particular, también tiene la opción de desistir 
voluntariamente cuando lo desea del proceso penal. 
Cuando sin justa causa el acusador particular abandona la acción ejercida, se le 
considerará excluido, por omitir intercambiar información y elementos de prueba 
con la defensa o se ausente al inicio del juicio u omita realizar su alegato de 
apertura o se aleje de la sala de audiencia y omita realizar su alegato conclusivo. 
El artículo 76 del Código Procesal Penal, señala: en el caso de los delitos de 
acción privada, se entenderá abandonada la querella cuando el querellante, sin 
justa causa, no comparezca a cualquiera de las audiencias previas al juicio o 
incurra en cualquiera de las circunstancias señaladas como causal de abandono 
para el acusador particular. 
3.2.2.2 Poder para representar al Acusador Particular. 
De acuerdo a lo establecido por el artículo 92 del Código Procesal Penal, el poder 
para representar al acusador particular o al querellante en el proceso penal, 
deberá ser otorgado con las formalidades de ley, es decir que se necesitará el 
poder cuando la víctima no va a estar presente en las audiencias del proceso 
penal y desea ser representada por su abogado, quien actuará en representación 
de la víctima a través de un poder especial de representación. 
Por el contrario si la víctima comparece a la audiencia con su representante legal, 
entonces de de debe dar intervención de ley para que exprese todo lo que tenga a 
bien a favor de víctima, sin que tenga la necesidad de presentar un poder 
especial, es decir, que con la presencia de la víctima en la audiencia, el abogado 
no necesita de ningún poder para actuar. 




Aguilar García, Marvin (2007), establece que: 
En cuanto a la Procuraduría General de la República, que es el 
representante del Estado y que está conformado por procuradores 
con nombramientos de Ley y cuyos requisitos son ser abogados, no 
necesitarán del Poder Especial, por ser víctimas u ofendidos en los 
casos señalados por la Ley y solamente deberán acreditar su 
nombramiento como representantes de la Procuraduría General de 
la República (p.44). 
El término Acusación Particular, cabe tanto para los delitos de acción pública 
como para los delitos de acción privada, es decir que de acuerdo a lo que 
establece el artículo 92 del Código Procesal Penal, tanto la víctima de un delito 
grave como la víctima que ha sufrido calumnia e injuria pueden ser representadas 
en el proceso penal por un poder especial a través de una persona  (abogado) con 
plena capacidad para hacerlo, y previa aceptación de la víctima. 
Por lo tanto el querellante puede ser representado por un abogado de tal manera 
que se constituya en acusador particular, con la diferencia que en la querella no 
interviene el Ministerio Público como acusador por ser delitos de acción privada. 
En el caso de que fallezca el acusador particular, podrá ser sustituido por un 
familiar, en el orden que el Código Procesal Penal los considere víctimas u 
ofendidos y podrán tomar el proceso en el estado que se encuentre, y de no haber 
acusación por el Ministerio Público o se tratare del querellante, el juez suspenderá 
el proceso penal en espera de que sea retomada la acción de acuerdo a lo que 
establece el artículo 93 del Código Procesal Penal de Nicaragua. 
Los requisitos que un abogado necesita para representar con un poder especial a 
la víctima son: 
1. Debe expresar la autoridad a quien se dirige. 
2. Nombre de la persona acusada o querellada. 
3. El hecho punible de que se trata. 





3.2.3 El querellante. 
Araya Matarrita, Saúl (2007), señalan que: 
Es querellante la víctima que ejerce la acción penal en los procesos 
por delitos de acción privada,  para ser víctima necesita tener 
calidades que se exigen en el artículo 109 del Código Procesal 
Penal. Si la víctima misma no es abogada, solo puede intervenir bajo 
la representación de un profesional del derecho, mediante un poder 
especial formalmente otorgado. 
Para poder convertirse la víctima en acusador debe de presentar la 
querella por escrito, personalmente o por medio de su apoderado 
cumpliendo con los requisitos que establece la Ley ante el juez 
competente. La omisión de requisitos implica el rechazo ad portas de 
la querella. 
Los derechos de la víctima constituida en querellante pueden 
resumirse en tres grandes áreas, de acuerdo con lo previsto por el 
artículo 110 del Código Procesal Penal: información, intervención, 
impugnación (pp.52, 53). 
Tijerino Pacheco, José  María; Gómez Colomer, Juan  Luis; Barrientos Pellecer, 
Cesar R; Vega Vargas, Gustavo Adolfo; Chirino Sánchez, Alfredo; Houed Vega,  
Mario Alberto; Moreno Castillo, María Asunción; Arauz Ulloa, Manuel. (2006), 
señalan   que: 
Se denomina querella al escrito en el que la persona directamente 
ofendida o perjudicada por un delito calificado en la ley como de 
acción privada ejerce la acción penal ante un tribunal competente, 
con el fin de obtener el procedimiento y la condena del posible autor 
(p.466). 




Es importante señalar que el Código Procesal Penal hace una diferencia notoria 
entre el acusador particular y el querellante en cuanto a la acusación, es decir, que 
la acusación particular está basada en los delitos de orden público y la querella en 
los delitos de acción privada como son los de calumnia e injurias graves señalados 
en el artículo 53 del Código Procesal Penal. 
El Código Procesal Penal, los delitos de injurias y calumnias, se establecen en un 
título denominado: “Delitos contra el honor”, y se regulan de  forma independiente 
de la siguiente manera: 
El artículo 202 del  Código Procesal Penal señala que es Calumnia: 
El que impute falsamente a otro la comisión o participación en un 
delito concreto, será sancionado con pena de cien a doscientos días 
de multa. 
Si la calumnia se propagara con publicidad, será sancionado con 
pena de ciento veinte a trescientos días de multa. 
El artículo 203 del Código Procesal Penal señala que es  Injuria: 
Quien mediante expresión o acción, lesione la dignidad de otra 
persona menoscabando su forma, imagen, reputación, honor o 
atentando contra su propia estima, será sancionado con pena de 
cien a doscientos días de multa. 
Si las injurias de propagan con publicidad se sancionarán con pena 










Capitulo 4: La Acusación. 
4.1 Concepto de Acusación. 
Luigi  Ferrajolí (2001), establece que: 
La acusación es el requerimiento de apertura a juicio fundado y 
formalmente  formulado por el fiscal, que determine el objeto del 
juicio y lo califica jurídicamente (p.613). 
El manual del fiscal (2003), señala que: 
La acusación es el escrito firmado y presentado por el fiscal ante el 
órgano jurisdiccional, y en cual se imputa a una o varias personas la 
comisión de uno o más delitos, es decir, que consiste en el alegato  
que servirá de base al juicio ante el Juez competente (p. 28). 
Es la solicitud formal de procesamiento, planteada por el Ministerio Público ante 
un tribunal penal competente, en contra de los probables autores y participes de 
un hecho calificado en la ley como un delito de acción pública. 
Diez de León, Marco Antonio (1986) señala que: 
La acusación se traduce como la acción y efecto de acusar, 
incriminación que se hace en contra de una persona a la que se 
señala como autora de uno o varios delitos determinados. 
Entiéndase también el acto por el cual el Ministerio Público, en el 
ejercicio de la acción penal, consigna ante el juez a una persona 
imputándole la acción de un delito (p.151). 
Chavarría Guzmán (2002) establece que: 
La acusación la formula el fiscal, luego de que este ha realizado el 
análisis crítico de la prueba y del hecho, así como el análisis jurídico, 
llegando a la convicción de que tiene una hipótesis sostenible 




racionalmente en juicio. Es decir tiene certeza sobre la comisión del 
hecho previsto por el delito y la participación del o los imputados en 
él, así como de la congruencia y suficiencia de la prueba con la que 
cuenta para desvirtuar en la audiencia oral el principio de presunción 
de inocencia (p.130). 
Con base el articulo 10 párrafo segundo del Código Procesal Penal “No existirá 
proceso penal por delito sin acusación formulada por el Ministerio Público, 
acusador particular o querellante en los casos y en la forma prescritos en el 
presente Código”. 
Los medios de pruebas obtenidos de la investigación preliminar que realizó la 
Policía Nacional son los que ayudan al Ministerio Público a  través del fiscal, al 
sustentar la fundamentación, formulación y presentación de la acusación ante el 
juez competente en los delitos más graves, menos graves y la autoridad 
administrativa en faltas penales. 
4.2 Objetivos de la Acusación. 
Aguilar García, Marvin (2006) establece que: los objetivos de la acusación son: 
 Iniciar un proceso penal contra una persona determinada por la 
atribución de un hecho penal específico. 
 




 Determinar el hecho principal y el hecho accesorio del proceso. 
 
 Perseguir judicialmente al acusado. 
 
 
 Permitir una defensa justa. 





 Que la causa quede ante un judicial competente. 
 
 
 Especificar el o los delitos e infracciones imputadas. 
 




 Referirse a otros hechos que no se encuentren dentro de la apertura 
a juicio, o en último caso en  la ampliación de la acusación (p.28). 
 
4.3 Forma de la Acusación. 
El artículo 77 de nuestro código Procesal Penal, establece como requisitos de la 
acusación los siguientes: 
 Nombre del tribunal al que se dirige la acusación: La acusación 
deberá dirigirse al tribunal de competencia material u objetiva, 
que establece el artículo 20 del Código Procesal Penal, en 
causas de delitos graves es competente el juez de Distrito, en 
causas por delitos menos graves y por faltas  es competente el 
juez local. 
Lo que se tiene que tomar en cuenta es la competencia, es 
exclusivamente si el juez al que se dirige la acusación tiene o no 
competencia en este caso, en virtud que si se indicara de forma errónea 
el nombre del tribunal al que se está refiriendo esto no implica ninguna 
actividad formal defectuosa capaz de anular o permitir el rechazo de la 
acusación. 
 




 Nombre y cargo del fiscal: al inicio de la acusación debera 
plasmarse el nombre del fiscal asignado al caso, haciendo 
referencia al cargo que ocupa dentro del Ministerio Público, 
debiendo identificar, con tal propósito, su número de credencial, 
esto para efectos de futuras notificaciones en el transcurso del 
proceso. 
Es importante señalar quien es el que está facultado para presentar la 
acusación en los delitos de acción pública a instancia de particular en 
virtud que el titular de la acción penal en estos casos es el Ministerio 
Público a través de sus fiscales. 
 El nombre y generales de ley del acusado, si se conocen o los 
datos que sirvan para su identificación: la persona a la que se 
acusa conserva esa calidad en todo estado y grado del proceso 
hasta la sentencia firme. 
Esta es una de las formas de poder identificar a las personas que está 
siendo sujeto a proceso por ser presunto autor de un delito, cabe 
destacar que respecto a esta exigencia formulada dan lugar a muchos 
errores de forma que pueden ser corregidos sin que esto implique una 
ampliación en la acusación, es una formalidad que al momento de darle 
lectura a la acusación se puede remediar ese error. 
 
 Nombre y generales de ley o datos que sirvan para la 
identificación del ofendido o víctima: En la generalidad de los 
casos es posible la identificación de la víctima, la falta de 
identificación de la víctima no impedirá la acusación, ni la 
condena misma, cuando no quepa duda de su existencia. 
 




Es una forma para identificar quien es la parte acusada y quien es la 
víctima en el proceso, en virtud que muchas veces la víctima viene a ser 
un testigo clave en el esclarecimiento de los hechos, así mismo este 
requisito es importante para que no se presente cualquier persona a 
interponer una denuncia con la finalidad de perjudicar a otra persona 
usurpando el lugar que no le corresponde en el caso a resolver. 
 La relación clara, precisa, específica y circunstanciada del hecho 
punible, la participación del acusado en él, su posible calificación 
legal y los elementos de convicción que la sustenten disponibles 
en el momento. 
 La solicitud de trámite: se refiere a las peticiones específicas 
sobre diligencias a realizar que se hacen al juez con motivo de la 
acusación.  
Son solicitudes de trámites en la acusación: la solicitud de la realización 
de la audiencia preliminar e inicial, según corresponda, que acepte la 
acusación y que ordene la remisión a juicio, eventualmente se pueden 
hacer otras solicitudes tales como, la solicitud de citación o detención 
del acusado, aplicación de medidas cautelares, aplicación de la medida 
de seguridad que establece el artículo 77 del Código Procesal Penal. 
 
4.4  Requisitos legales básicos de la relación de hechos en la acusación. 
4.4.1 Claridad. 
Araya Matarrita, Saúl (2007), señala que: 
Claridad es la obligación de redactar el mensaje de un modo 
comprensible para el destinatario, es decir, que no haya oposición a 
la idea, que sea inteligible y comprensible para quien se le está 
transmitiendo. 




 La claridad en la acusación implica cuidados en la redacción, en la 
puntuación y en la ortografía, los defectos relativos a estos cuidados 
se vuelven importantes cuando dificultan la comprensión del mensaje 
o cuando, no logran imputar ningún hecho ilícito al acusado. Un texto 
imputativo puede estar bien circunstanciado, bien especificado y bien 
preciso pero a la hora de ser relatado no es claro (p.127). 
Para realizar de forma clara la redacción se tiene que utilizar el orden lógico de las 
oraciones enunciativas las cuales se componen de sujeto más el verbo, mas el 
predicado, el cual puede variar su orden sistemático y el estilo sistemático también 
pero se debe tener presente que la claridad no debe ser afectada. 
 
4.4.2 Precisión. 
Araya Matarrita, Saúl (2007), establece que: 
La  precisión es  la labor de atribuir un hecho, una acción típica a una 
persona determinada dentro de la acusación. La atribuibilidad es el 
verbo rector de imputar una acción típica e individualizar al autor, es 
decir darle a cada quien la parte que realizaron para saber de que 
forma participaron para lograr realizar esa conducta delictiva. 
Atribuir un hecho está compuesto de dos momentos jurídicos 
diferentes: la imputación, que es la expresión precisa de que la 
acción típica ha sido realizada, la individualización, que es el 
señalamiento de la persona o personas a las que se les atribuye la 
realización de esa acción. 
La atribución de un hecho típico es más que la sola imputación, de 
tal modo que si solamente se imputa pero no se individualiza, no hay 
atribución y si se individualiza bien al autor, pero no se imputa bien al 
autor, pero no se le imputa la acción que prevé el tipo penal, 
tampoco se le está atribuyendo nada; es decir atribuir es que se 




imputa un hecho, se individualiza a su autor y como consecuencia se 
le atribuye un hecho que como consecuencia es suyo (pp.143,144). 
4.4.3 Especificación. 
Araya Matarrita, Saúl (2007), establece que: 
La acusación  debe de ser específica, por especificación se entiende 
como la delimitación precisa del objeto que se está refiriendo en la 
acción narrada, es decir, realizar una descripción detallada en cada 
elemento del tipo penal. 
Los elementos que pueden ser especificados son aquellos que 
pueden ordenarse en términos de géneros a especie, es decir de lo 
general a lo particular los cuales pueden ser descripción de objetos, 
restos, rastros, precio, medidas, pesos, cantidades, instrumentos. 
Especificación también es la delimitación concreta y exacta de 
objetos individualizables para determinar el monto o valor, y con ello 
la calificación jurídica del hecho (pp.154- 155). 
4.4.4 Circunstanciación. 
Araya Matarrita, Saúl (2007), señala que: 
La acusación debe de ser circunstanciada, es decir que los requisitos 
de la relación de hecho que nos deben  detallar el modo, lugar y 
tiempo de la acción típica que se está describiendo en los que 
llamamos accidentes del hecho. 
 Los accidentes del hecho son descriptores de tiempo, lugar, modo, 
instrumento compañía, distancia, relación, etc. Los cuales precisan y 
limitan la acción.  
La cantidad de circunstancias es más amplia de lo que suele 
ponerse, pero los descriptores básicos son: quién (la persona que 




realizó el hecho), Cómo (implica el modo), Dónde  (lugar), cuándo 
(tiempo), con qué (instrumento), porqué (implica el móvil). (p. 160). 
4.5  Vicios más comunes  al confeccionar la acusación. 
Araya Matarrita, (2007) establece que: 
4.5.1 En  la redacción de los hechos de la acusación. 
 
4.5.1.1 Estilo coloquial en vez del estilo técnico: Utilización 
innecesaria de términos populares: 
 
 “…al pasar por el área de rayos X se le encontró y ocupó un pucho 
de marihuana”.  El acusado lo obligó a chuparle el pene. Lo tocó en 
sus partes y tuvo relaciones sexuales con la víctima, contra su 
voluntad. 
 
4.5.1.2 Falta de individualización de autores: No se individualizan 
las acciones, a pesar de que se ofrecen pruebas que 
permiten hacerlo: 
 
 “Los acusados, actuando de consumo, entraron gritando y 
encañonando a todos los clientes; luego se dirigieron a la bóveda 
donde comenzaron a echar el dinero en las bolsas, y al salir le dieron 
muerte al guarda de seguridad que les opuso resistencia”. 
 
“Dentro de la casa se encontraban los acusados quienes estaban 
vendiendo droga a un menor de edad que se encontraba dentro de la 
misma”. 
 
4.5.1.3 Falta de atribuibilidad: En lugar de realizar una nueva 
redacción, el fiscal selecciona partes del informe policial o 
de la denuncia. 





“Se ha venido investigando que el día 3 de abril del 2005, al ser 
aproximadamente las dos de la madrugada, el acusado José Jirón 
Zelaya, en compañía de dos sujetos no identificados, se presentó al 
local comercial de…”. 
 
 “Denunció la ofendida que para el 16 de setiembre del 2003, al ser 
aproximadamente las 16 horas, caminaba por Barrio Santa Fe, 
momento en que acusada Marta Torres Briones se le vino encima, 
indicando la ofendida en su denuncia que la acusada la golpeó con 
un palo”. 
 
4.5.1.4  El hecho describe a la víctima, pero no al autor del ilícito 
(lo que atrae vicios como falta de imputación, de claridad, 
de tiempo). 
 
El acusador no usa la oración activa, no cuenta lo que hizo el 
acusado, que es la forma correcta de imputar, sino que narra lo que 
estaba haciendo la víctima. Ese giro podría dejar por fuera la 
circunstanciacion, la claridad, la precisión u otro requisito de 
admisibilidad de la acusación. 
 
“El día treinta de marzo del año dos mil seis, a las diez de la mañana 
se presentó el señor GUSTAVO AROSTEGUI NIÑO a su propiedad 
ubicada en Finca La Ponderosa, ubicada en el Departamento de 
León, Municipio de la Paz Centro, comarca La Fuente. Cuando le 
manifestó a su trabajador ERLING QUIROS que fuera a traer un 
caballo colorado, con las patas traseras de color blanco y mancha 
blanca en la frente con el fierro O-C, valorado en la cantidad de dos 
mil córdobas (C$2,000). Acto seguido, el trabajador ERLING 
QUIROS le dijo a Gustavo Aróstegui que el caballo antes descrito, no 




se encontraba, y que estaba localizado en casa del señor SANTOS 
PABLO VANEGAS, ya que se lo había llegado a vender al acusado 
LUIS ALFREDO GUIDO, en la cantidad de trescientos córdobas 
(C$300.00)”. 
 
4.5.1.5  Imprecisión de la circunstancia tiempo: Se usan frases 
machoteras para ubicar el hecho en el tiempo, que afectan 
la prescripción de la acción penal 
 
“Sin precisarse hora y fecha exacta, pero antes del 1° de junio del 
2004” 
 
4.5.1.6 Descripción insuficiente del objeto: Se citan objetos que 
tienen incidencia en la calificación jurídica o en la 
comprensión del hecho, pero no se describen o se 
describen insuficientemente: 
 
“se llevó consigo un televisor que estaba en la sala de la casa”. 
 
 “se apropió indebidamente de todos los objetos que se encontraban 
en la pulpería” 
 
4.5.2  En la estructura de los hechos de la acusación. 
 
4.5.2.1 No se utiliza el dibujo de ejecución propio de la teoría 
fáctica:  
 
No se indica con claridad algunos de los siguientes elementos: Qué 
se hizo, quién lo hizo, a quién se lo hizo (falta de precisión) 
(DEFECTO AFECTA AL SUJETO) 





En qué recayó lo hecho, qué fue lo afectado (falta de especificación 
del objeto material del delito) (DEFECTO AFECTA AL OBJETO) 

Cómo, cuándo, dónde (falta de circunstanciacion) (DEFECTO 
AFECTA AL MODO, TIEMPO O LUGAR DEL HECHO). 
 
4.5.2.2  Desconexión de la  fase fáctica con la fase jurídica de la 
teoría del caso: El hecho no se narra de acuerdo con todas 
y cada una de las exigencias del tipo penal, por lo tanto no 
agota: 
 
Las características del sujeto activo 
 
Las características del sujeto pasivo 
 
Los alcances de la acción (verbo rector del tipo que se atribuye) 

Las características del objeto material de la acción (elementos 
objetivos o normativos exigidos por el tipo penal que se atribuye). 
 
Las características del dolo directo exigido por el tipo (cuando hay 
elementos subjetivos del tipo). 
 
Las características del dolo eventual exigido en todo tipo penal que 
no contenga elementos subjetivos. 

Las características de la imprudencia temeraria (en los tipos 
imprudentes temerarios). 
 




Las características de la imprudencia simple (en los tipos 
imprudentes simples). 
 
4.5.2.3 Utilización de formulismos jurídicos sin contenido fáctico: 
“plan preconcebido”, “mostrando desprecio por la vida 
humana”, “colaboró en dicho aborto, que es un delito 
contra el Estado, la raza y la estirpe humana”, “realizó su 
accionar con gran dolo y menosprecio”; “con una 
imprudencia inexcusable”. 
 
Se citan fórmulas jurídicas propias del tipo penal, pero no se explica 
cómo funcionaron en los hechos, sirviendo solo para “abultar”. 
 
Pueden no afectar la admisibilidad de la acusación. 
 
Pueden implicar rechazo de la acusación 

Pueden significar admisión parcial de los hechos, pero rechazo del 
formulismo jurídico si no se aporta prueba que lo demuestre. 
 
4.5.2.4  No se individualizan las acciones realizadas en equipo, 
cuando es posible hacerlo: 
 
Cuando hay varias acciones no se describe el rol jurídico que cumple 
el sujeto (autor, instigador, coautor, cómplice), lo cual se sustituye 
por frases tópicas como “actuando de consumo”, “actuando de 
acuerdo a un plan preconcebido”, “le colaboró”, “estaba de acuerdo”. 
Expresiones como “actuando de consumo”, “según plan 
preconcebido” son técnicas permitidas en los casos de codominio 
funcional del hecho, bajo las condiciones en que se admite la 
aplicación de dicha teoría, pero no es adecuada si la prueba permite 




individualizar las acciones, en cuyo caso se debe precisar, 
individualizar e imputar. 
 
4.5.3  En la intervención de autores y participes. 
 
4.5.3.1 Enunciación errónea u omisión de autores y partícipes: La 
acusación tiene una estructura múltiple: (1) Los datos de 
identificación del acusado y víctima; (2) La relación de 
hechos; (3) La calificación jurídica; (4) El sustento 
probatorio u ofrecimiento de prueba. Lo esperable es que 
“persona mencionada, persona involucrada”, pero en 
ocasiones se incurre en el vicio de que en alguna de esas 
estructuras aparecen personas que realizan acciones 
típicas, que no aparecen en las demás estructuras, 
posteriores o anteriores. 
 
“El día… el ahora occiso se encontraba caminando sobre la acera 
en dirección norte… Al llegar a dicha esquina se presentó al sitio un 
vehículo conducido por X, quien era acompañado por Y; en ese 
momento Y, desde la ventanilla derecha delantera del vehículo sacó 
una pistola, y previo acuerdo de voluntades con X, apuntó el arma 
hacia Z, quien se encontraba de espaldas… para lo cual realizó 
varios disparos logrando herirlo mortalmente…; una vez ejecutada la 












4.5.4 En la calificación legal. 
 
4.5.4.1 Calificación legal insuficiente: 
 
La defectuosa redacción de los hechos conduce a una errónea 
calificación legal: 
 
“Y aprovechando que la víctima estaba descuidada la atacó con un 
machete…”. (pudo haber construido mejor la agravante del homicidio 
que lo transforma en asesinato). 

La defectuosa redacción de los hechos deja por fuera calificaciones 
legales que pudieron haberse hecho válidamente. 

La composición de los hechos es correcta, pero se hace una 
inadecuada subsunción o adecuación del hecho al tipo penal, sobre 
todo cuando hay concurso aparente de tipos. 
 
4.5.4.2 Desconexión de la calificación legal con agravantes 
descritas en los hechos: Se describieron agravantes en la 
relación de hechos, pero no se retomaron en la calificación 
legal.  Los hechos no describen la agravante, pero la 
calificación legal sí lo hace. 
 
Ya en juicio este vicio de la presentación de la acusación tiene su 
vicio correlativo al solicitar la calificación jurídica y la consecuente 
pena: 
 
Se solicita que se castigue con una agravante que no se imputó en 
la acusación (no estaba contenida en los hechos). 





Se solicita que se castigue con una agravante que estaba en los 
hechos, pero que el fiscal no interrogó ni demostró con los medios de 
prueba de que disponía (no puede alegar “bien probado” sobre la 
agravante; si no la interrogó ni la dedujo de otros medios de prueba, 
no la demostró). 
 
La agravante sí constaba en los hechos de la acusación inicialmente 
presentada, pero el auto de remisión a juicio dejó por fuera ese 
elemento (olvido, error, etc.). La sentencia solo puede basarse en el 
auto de remisión a juicio (principio de correlación entre acusación 
admitida y sentencia). 

La agravante que consta en los hechos, también en el auto de 
remisión a juicio, fue interrogada debidamente y demostrada pero no 
se retomó en el alegato de conclusiones sí puede ser utilizada para 
condenar. 

Todo lo que conste en los hechos de la acusación debe constar 
igualmente por escrito en el auto de remisión a juicio. Lo que no esté 
en el auto de remisión a juicio no existe en el mundo acusado y la 
sentencia no lo puede enmendar. 
 
Todo lo anteriormente dicho sobre la agravante se aplica a hechos 
completos o a conjuntos de hechos, con la observación de que si no 
fueron acusados no hay bis in idem; pero si fueron acusados y 
admitidos, pero no interrogados, ni concluidos, ni demostrados, 
producen cosa juzgada, atraen la prohibición ne bis in idem y por lo 
tanto no podrían ser objeto de nueva persecución mientras haya 
identidad de sujeto, objeto y acción (pp.162-169). 





4.6 Identificación de los principales vicios cometidos en la redacción y 
sustentación de la acusación según el muestreo realizado.   
 
Se realizó un muestreo en el Juzgado Distrito Penal de Audiencia y Juzgado Local 
Penal del Municipio de Juigalpa Chontales, donde de cien acusaciones en cada 
uno de los juzgados, se seleccionaron al azar, en el Juzgado Distrito Penal de 
Audiencia, una acusación que fue declarada inadmisible y una acusación nueva 
que si cumplía con los requisitos legales, así mismo se seleccionó una acusación 
en el Juzgado Local Penal que cumplía con los requisitos que establece el Código 
Procesal Penal y otra que fue rechazada por no cumplir con los requisitos, 
teniendo como finalidad identificar los principales vicios y errores que contienen 
las acusaciones en la redacción y estructura de los hechos, en la intervención de 
autores y participes y en la calificación legal, (ver anexos). Encontrándose lo 
siguiente: 
 
 En la relación de los hechos la falta de individualización de autores, en 
virtud que muchas veces no se individualizan las acciones que realizan 
cada uno de los acusados a pesar de que se ofrecen pruebas que permiten 
hacerlo. 
 
 En la relación de los hechos la imprecisión de la circunstancia tiempo: Se 
usan muchas veces frases machoteras para ubicar el hecho en el tiempo, 
afectando la  prescripción de la acción penal 
 
 En la relación de los hechos no se describe lo suficiente el objeto que tiene 
incidencia en la calificación jurídica o en la comprensión del hecho delictivo. 
 
 En la estructura de los hechos de la acusación, uno de los principales 
problemas que se presenta es que no se utiliza el dibujo de ejecución 
propio de la teoría fáctica, es decir no se indica con claridad qué se hizo, 




quién lo hizo, a quién se lo hizo afectando a la precisión que debe de 
contener la acusación penal. 
 
 En la estructura de los hechos de la acusación  no se indica en qué recayó 
lo hecho, qué fue lo afectado, es decir  falta de especificación del objeto 
material del delito, siendo este uno de los principales problemas que se 
presentan al momento de confeccionar la acusación. 
 
 Así mismo en la estructura de los hechos de la acusación  se presenta la 
falta de circunstanciación, es decir no se indica cómo, cuándo y dónde se 
realizaron los hechos, siendo uno de los principales problemas que 
contienen las acusaciones. 
 
 Muchas veces en las acusaciones el hecho no se narra de acuerdo con 
todas y cada una de las exigencias del tipo penal, es decir no se describen 
de manera detallada las características del sujeto activo (Víctima) y las 
características del sujeto pasivo (Acusado), aún teniendo suficientes 
elementos. 
 
 En la intervención de los autores y participes de un tipo penal, muchas 
veces se da la enunciación errónea u omisión de autores y partícipes, a 
consecuencia de una mala investigación y redacción al momento de realizar 
la acusación. 
 
 En la calificación legal de la acusación se conduce muchas veces a una 








Se realizaron unas encuestas a los correspondientes jueces y fiscales donde la 
Juez Local Penal la Lic. Esperanza Nella Gallardo,  respondió las siguientes 
preguntas: 
 
1. ¿Para usted, en que consiste la acusación? 
 
Es la solicitud formal de procesamiento, planteada, ante un tribunal penal 
competente en contra de los probables autores y partícipes de un hecho calificado 
en la Ley como delito o falta. 
 
2. ¿Cuál es la importancia de la acusación en el proceso penal 
nicaragüense?. 
 
Esta tiene una gran importancia ya que a través de la acusación da inicio el 
proceso penal, implica y presupone que los hechos y elementos de prueba que le 
dan sustento y que fundamentan la imputación concreta han sido investigados y 
precisados con anterioridad.  
 
3. ¿Bajo que criterios legales admiten las acusaciones presentadas por parte 
del Ministerio Público? 
 
La acusación es admitida de conformidad a los requisitos formales  que establece 
el artículo 77 del Código Procesal Penal en correlación con el artículo 257 del 
mismo. 
 
4. ¿Bajo que criterios legales rechazan las acusaciones presentadas por parte 
del Ministerio Público? 
 
Las acusaciones se declaran inadmisibles, si no reúnen los requisitos del artículo 
77 inciso 5 del Código Procesal Penal ya sea por falta de claridez, precisión, 




especificidad o falta de participación del acusado en los hechos o que el hecho no 
constituye delito o falta es decir atipicidad del hecho. 
 
5. ¿Cuál es la finalidad que persigue la acusación en su criterio como juez? 
 
La acusación tiene como finalidad que el juez dicte acto de remisión a juicio, 
siempre que encuentre los elementos de prueba presentadas que muestran 
indicios racionales de que se ha cometido un delito o falta y de que el acusado a 
participado en él a grado de probabilidad. 
 
6. ¿En una escala del 1 al 10. ¿Cuál es el promedio de acusaciones admitidas 
en un día? 
Son admitidas en un día 5 acusaciones. 
 
7. ¿En una escala del 1 al 10. ¿Cuál es el promedio de acusaciones 
rechazadas en el periodo de una semana? 
 
Es rechazada una acusación en un día.  
 
8. ¿En una escala del 1 al 10. ¿Qué promedio de acusaciones son mandadas 
a mejorar en una semana? 
 
Son mandadas a mejorar 5 acusaciones. 
 
9. ¿Que es para usted la correlación entre acusación y sentencia? 
 
Esta correlación es muy importante ya que el hecho ocurrido es el que vincula el 
juicio y la sentencia, puesto que no podrá  juzgarse o condenarse sino por ese 
hecho o por el contenido de la acusación. 
 




10. Para usted, ¿cuáles son los principales errores que cometen los fiscales en 
la redacción de las acusaciones? 
 
Son errores de forma al momento del teypeo de la acusación, por ejemplo: 
 
 Omisión en establecer el momento de la detención del acusado si estuviere 
privado de libertad. 
 
 Falta de  indicación, modo, tiempo y lugar, claridez de la ocurrencia de los 
hechos. 
 
11. Para usted cuáles son los errores más comunes que comete el Ministerio 
Público  en la realización de la Audiencia preliminar en defensa de la 
acusación.  
 
 Que lee la acusación y no expone el libelo acusatorio desnaturalizando el 
principio de oralidad. 
 
 El no corregir en su momento los errores formales en su intervención, sino  
esta es constatada por el juez o la defensa. 
 
12.  ¿En una escala del 1 al 10. ¿Cuál es el promedio de  audiencias 
preliminares que realizan en el día? 
 
Se realizan 3 audiencias preliminares en un día. 
 
13.  ¿En una escala del 1 al 10. ¿Cuál es el promedio de audiencias iniciales 
realizan en el día? 
 
Se realizan 5 audiencias iniciales en el día.  
 




14.  ¿Considera que los fiscales  corrigen o amplían las acusaciones en tiempo 
y forma? 
 
En cuanto a correcciones, son corregidas hasta que cualquiera de las partes se 
los indica, pero cuando se les da el plazo lo hacen en tiempo y forma. 
 
Así mismo se realizó entrevista al fiscal ubicado en el juzgado local penal del 
Municipio de Juigalpa, Chontales, Lic. Mario José Zepeda García, con la finalidad 
de conocer cuantas acusaciones se presentan, cuantas le son admitidas, y 
cuantas son rechazadas en un día laboral, se realizaron las siguientes preguntas: 
 
1) ¿Que es para usted una acusación?. 
Es la teoría del caso de los hechos, la hipótesis de cómo sucedieron los hechos 
por parte del Ministerio Público. 
2) ¿Que finalidad persigue la acusación en el proceso penal nicaragüense?. 
 
Es la forma como se inicia el proceso penal y que tiene como finalidad la admisión 
por parte del juez. 
3) ¿Cuál es su función como fiscal en el Proceso Penal en lo relativo a la 
elaboración de las acusaciones? 
 
Es el ejercicio de la acción penal, desde la presentación de la acusación y la 
culminación del proceso con un fallo de culpabilidad o no culpabilidad. 
 
4) ¿Que requisitos legales debe de cumplir una acusación para usted, en lo 
relativo a la relación clara, precisa y circunstanciada de los hechos que se 
acusan?. 
Deber ser clara es decir que con una simple lectura se entienda que fue lo que 
sucedió, precisa es decir que establezca un sujeto activo un pasivo y la acción que 




se realizo, específica es decir de que forma el acusado realizó los hechos, 
circunstanciada es decir que establezca el día, la hora, lugar en que se cometieron 
los hechos y sí es posible el modo en que se realizaron los hechos. 
 
5) En una escala del 1 al 10. ¿Cuántas acusaciones presentan en el Juzgado 
en un día laboral?. 
Son presentadas 5 acusaciones en un día laboral. 
 
6) En una escala del 1 al 10. ¿Cuántas acusaciones le son admitidas en el 
día?. 
Son admitidas 4 acusaciones en un día.  
 
7) En una escala del 1 al 10. ¿Cuántas acusaciones le son rechazadas en el 
día?. 
En un día una acusación es rechazada. 
 
8) ¿Que promedio de  audiencias preliminares realizan en el día? 
Se realizan de 3 a 4 audiencias preliminares en un día. 
 
9) ¿Que promedio de audiencias iniciales realizan en el día? 
Se realizan de 5 a 6 audiencias iniciales en un día.  
 
10) En una escala del 1 al 10. ¿Cuántas acusaciones le son mandadas a 
subsanar por parte del juez en el término que establece la ley? 
Son mandadas a subsanar 5 acusaciones en una semana. 
 
 




11) En una escala del 1 al 10. ¿Cuántas acusaciones son corregidas en una 
semana? 
Son corregidas 5 acusaciones en una semana. 
 
12) En una escala del 1 al 10. ¿Cuántas acusaciones de las presentadas son 
ampliadas en el término que establece la Ley? 
Una acusación en la semana. 
 
13) ¿Cuáles son los principales errores de fondo que se cometen en la 
redacción de la acusación? 
Principalmente no se cumple con los requisitos del artículo 77, inciso 5 es decir 
que la acusación no es clara al establecer los hechos, no es precisa porque no se 
establece la acción que realizó el acusado, no es específica porque muchas veces 
no establece la manera en que el acusado realizó los hechos y no es 
circunstanciada porque no establece, día, hora, lugar, y modo en que se realizaron 
los hechos. 
14) ¿Cuáles son los derechos que se defienden de las víctimas al momento de 
presentar una acusación? 
El derecho de acceso a la justicia de una manera favorable. 
 
15) ¿Que entiende por correlación entre acusación y sentencia? 
Significa que la sentencia  sus fundamentos de hecho y de derecho vayan 
conforme a los hechos que contiene la acusación.  
 
Se realizó entrevista a la juez de distrito penal de audiencia del Municipio de 
Juigalpa, Chontales, Lic. Raquel Montiel, con el objetivo de conocer cuantas 
acusaciones le son presentadas, cuantas admite y cuantas rechaza en un día 
laboral, se le realizaron las siguientes preguntas: 




1) ¿Para usted, en qué consiste la acusación? 
La acusación es el pilar o eje fundamental del  juicio, una acusación que cumpla 
con todos los requisitos de ley, cumpliéndose de acuerdo a las exigencias 
constitucionales y legales es el éxito de un buen procedimiento y una excelente 
estrategia para presentar mi teoría del caso. 
2) ¿Cuál es la importancia de la acusación en el proceso penal nicaragüense? 
 
La importancia radica en que la acusación permite que prevalezcan los derechos 
constitucionales y procesales de todas las partes que forman el proceso. 
 
3) ¿Bajo que criterios legales admiten las acusaciones presentadas por parte 
del Ministerio Público? 
Bajo los principios de legalidad, proporcionalidad y principio del juez natural. 
 
4) ¿Bajo que criterios legales rechazan las acusaciones presentadas por parte 
del Ministerio Público? 
Una acusación es rechazada cuando no se cumple con los requisitos que 
establece la Ley, claridez, precisión, atribución, especificación, calificación, etc. 
 
5) ¿Cuál es la finalidad que persigue la acusación en su criterio como juez? 
Si una acusación es correcta y cumple con todas las exigencias por la ley, se 
cumple con la finalidad del proceso penal, la cual es resolver los conflictos de 
naturaleza penal. 
 
6) En una escala del 1 al 10. ¿Cuál es el promedio de acusaciones admitidas 
en un día? 
Un promedio de 8 acusaciones, son admitidas en un día. 






7) En una escala del 1 al 10. ¿Cuál es el promedio de acusaciones 
rechazadas en el periodo de una semana? 
U promedio de 7 acusaciones son rechazadas en una semana. 
 
8) En una escala del 1 al 10. Que promedio de acusaciones son mandadas a 
mejorar.  
De tres a cuatro acusaciones son mandadas a mejorar. 
 
9) ¿Que es para usted la correlación entre acusación y sentencia? 
La similitud de los hechos, nuestro Código Procesal Penal establece que debe 
haber relación entre la acusación y la sentencia. 
 
10) ¿Para usted, cuáles son los principales errores que cometen los fiscales en 
la redacción de las acusaciones? 
Los principales errores que cometen son: la falta de atribución, imputación, 
precisión. 
 
11) ¿Para usted cuáles son los errores más comunes que comete el Ministerio 
Público  en la realización de la Audiencia preliminar en defensa de la 
acusación? 
El Ministerio Público no lee la acusación. 
 
12) En una escala del 1 al 10. ¿Cuál es el promedio de  audiencias 
preliminares que realizan en el día? 
De tres a cinco audiencias preliminares se realizan en un día. 





13) En una escala del 1 al 10. ¿Cuál es el promedio de audiencias iniciales 
realizan en el día? 
De dos a cuatro audiencias iniciales se realizan en un día.  
 
14) ¿Considera que los fiscales  corrigen o amplían las acusaciones en tiempo 
y forma? 
No todos. El fiscal no debe esperar a que el juez le corrija la acusación, una 
consecuencia necesaria que la acusación es la base del juicio en un sistema 
acusatorio, implica que el fiscal debe de asegurarse de que su pieza acusatoria 
cumpla con los requerimientos que exige la ley. 
Así mismo se realizó una entrevista al Lic. Yasser Guido Valladares, fiscal ubicado 
en el Juzgado Distrito Penal de Audiencia, con la finalidad de conocer cuantas 
acusaciones son presentadas, admitidas y rechazadas en un día, se le realizaron 
las siguientes preguntas: 
 
1) ¿Que es para usted una acusación? 
 
Es la judicialización que el Ministerio Público realiza ante los judiciales para ejercer 
el control legal de un hecho delictivo que realiza una persona es decir el acusado. 
 
2) ¿Que finalidad persigue la acusación en el proceso penal nicaragüense? 
 
El esclarecimiento de los hechos y la convivencia armónica. 
 
3) ¿Cuál es su función como fiscal en el Proceso Penal en lo relativo a la 
elaboración de las acusaciones? 
 




La representación legal que tiene la víctima por parte del Estado, para garantizarle 
el acceso a la justicia formal y por ende a la justicia material, en relación al artículo 
5 del Código Procesal Penal. 
 
4) ¿Qué requisitos legales debe de cumplir una acusación para usted, en lo 
relativo a la relación clara, precisa y circunstanciada de los hechos que se 
acusan? 
 
Debe de ser clara es decir entendible, precisa es decir que se impute, individualice 
y se atribuya el hecho al acusado, y circunstanciada es decir que especifique el 
tiempo, lugar, modo y ejecución del hecho. 
 
5) ¿En una escala del 1 al 10. ¿Cuántas acusaciones presentan en el Juzgado 
en un día laboral? 
 
Son presentadas de 2 a cuatro acusaciones en un día laboral. 
 
6) ¿En una escala del 1 al 10. ¿Cuántas acusaciones le son admitidas en el 
día? 
 
9.5 son admitidas en un día. 
 
7) ¿En una escala del 1 al 10. ¿Cuántas acusaciones le son rechazadas en el 
día? 
 
0.5 son rechazadas en un día. 
 
8) ¿Que promedio de  audiencias preliminares realizan en el día? 
 
De una a dos  audiencias preliminares se realizan en el día. 
 




9) ¿Que promedio de audiencias iniciales realizan en el día? 
 
De una a tres audiencias iniciales se realizan en el día. 
 
10) ¿En una escala del 1 al 10 Cuantas acusaciones le son mandadas a 
subsanar por parte del juez en el término que establece la Ley? 
 
Una acusación es mandada a subsanar en el día. 
 
11) ¿En una escala del 1 al 10. ¿Cuántas acusaciones son corregidas en un 
día? 
 
Una acusación es corregida en el día. 
 
12) ¿En una escala del 1 al 10. ¿Cuántas acusaciones de las presentadas son 
ampliadas en el término que establece la Ley? 
 
Ninguna acusación al momento ha sido ampliada. 
 
13) ¿Cuáles son los principales errores de fondo que se cometen en la 
redacción de la acusación? 
 
El no establecer una clara imputación al acusado sobre un hecho. 
 
14) ¿Cuáles son los principales errores que se cometen al momento de 
defender la acusación en audiencia preliminar e inicial con carácter de 
preliminar? 
 
La falta de análisis que hacen los judiciales al momento de valorar la acusación o 
la prueba. 
 




15) ¿Cuáles son los derechos que se defienden de las víctimas al momento de 
presentar una acusación? 
 
El derecho al acceso a la justicia, es decir justicia formal. 
 
16) ¿Que entiende por correlación entre acusación y sentencia? 
 
Se refiere a que la sentencia el judicial debe basarla de acuerdo a los hechos y 
pruebas que contiene la acusación. 
 
4.7 La sustentación de la acusación. 
 
Araya Matarrita, Saúl (2007), establece que: 
 
Sustanciar es ofrecer prueba aplicable a cada uno de los hechos 
acusados por el Ministerio Público, este ofrecimiento implica poner a 
disposición del juez los elementos de convicción que demuestran su 
dicho, pero no significa demostrar la relación entre esa prueba y el 
hecho imputado. Así el juez o evaluador solamente comprobará que 
existió el hecho y que existe una prueba relacionada con él, pero no 
examina más profundamente la relación entre esa prueba y el hecho 
que se afirma. De un modo más simple sustanciar es indicar u 
ofrecer un listado de pruebas en relación con un listado de hechos. 
El Código Procesal Penal exige la sustentación en la presentación de 
la acusación en su artículo 77 inciso 5, pero  no la fundamentación. 
En cambio en el intercambio de información y pruebas exige la 
fundamentación, y no solo la sustanciación (artículo 269 último 
párrafo). 
 




La acusación del Ministerio Público (la afirmación de ciertos hechos 
delictivos atribuibles a alguien, también llamada imputación), debe 
tener sustento en la investigación penal y en la recolección de 
pruebas aportadas (sustento probatorio). 
La acusación debe de probar, sin margen de duda: 
 Que los hechos existieron. 
 Que son imputables a persona determinada. 
 Que los elementos de convicción son verosímiles. 
 Que los elementos de convicción apuntan a la existencia de 
esos hechos y a la participación de esa persona determinada. 
La acusación sólo puede ser presentada cuando los actos de 
investigación realizados y los elementos de convicción 
recolectados son suficientes para sustentar la acusación. 
Si no se cumple con los anteriores requisitos, la acusación será 
precoz o temeraria. 
El Ministerio Público debe de formular la acusación cuando 
existan indicios suficientes que lleven al fiscal a asegurar que se 
cometió un delito. La investigación preliminar no se hace 
solamente para imputar correctamente, sino también para no 
imputar cuando de la prueba se obtiene que la acusación pueda 
ser incierta o temeraria (pp.169, 170). 
4.8 La fundamentación de la acusación. 
Araya Matarrita, Saúl (2007), establece que:  
Doctrinalmente se reconoce que la fundamentación de las solicitudes 
del fiscal les permite a los otros sujetos procesales controlar el 
motivo o el fin del acto, así como la legalidad y la proporcionalidad de 
las solicitudes o decisiones del Ministerio Público. 




El Código Procesal Penal, no establece la obligación expresa de que 
los fiscales fundamenten la acusación, según los requisitos legales 
del artículo 77 del CPP. 
Tampoco existe en el Código Procesal Penal obligación de que los 
fiscales fundamenten todas sus solicitudes y requerimientos, a la 
fundamentación de todo tipo de solicitudes hechas por los fiscales la 
llamaremos fundamentación genérica. 
El Código Procesal Penal exige que se fundamenten solamente 
algunas solicitudes o actuaciones específicas, cuando hay norma 
expresa que así lo obligue, usualmente so pena de rechazo o 
improcedencia de la solicitud. A este tipo de fundamentación, solo 
para algunos casos previamente establecidos en la ley, la 
llamaremos fundamentación taxativa u obligatoria. De acuerdo con el 
Código Procesal Penal, son de fundamentación taxativa u 
obligatoria: 
 La prescindencia de la persecución penal cuando se aplica el 
principio de oportunidad (arto. 60). 
 
 La solicitud de declaratoria de tramitación compleja (arto.153). 
 
 
 La petición de prisión preventiva (arto 175), siempre que se 
interprete que por probabilidad fundada, Implica que el fiscal 
también deba fundamentar esa probabilidad. 
 
 La solicitud de información financiera por parte del Fiscal 
General de la República (arto 211). 
 
 




 El requerimiento de allanamiento y registro de morada (arto 
217). 
 
 La resolución fiscal en que demora la presentación de la 
acusación, hasta por tres meses, por falta de sustento 
probatorio (arto 255). 
 
 
 Las objeciones en juicio oral y público (arto. 313). 
 
 El desistimiento de los recursos del Ministerio Público 
(arto.368). 
 
 El recurso de reposición (arto 374). 
 
 El recurso de apelación de autos y sentencias de primera 
instancia, así como la vista de apelación (art. 37, 381, 383). 
 
 El recurso de casación (arto. 390). 
En razón de que en el anterior listado no está expresamente prevista 
la acusación como de obligada fundamentación hay que concluir que 
el Código Procesal Penal no previó para la acusación, ni la 
fundamentación taxativa, ni la fundamentación genérica. 
En consecuencia, la falta de fundamentación expresa de la 
acusación no es motivo de rechazo ni constituye defecto procesal en 
el proceso penal nicaragüense. 
No obstante lo dicho antes, doctrinalmente se reconoce que la 
fundamentación de los requerimientos fiscales, tanto en aspectos de 
hecho como de derecho, sirven para que pueda hacerse un control 
jurisdiccional de la legalidad, de la oportunidad, de la 




proporcionalidad y de la transparencia de las actuaciones del 
Ministerio Público (pp.171, 173). 
Araya Matarrita, Saúl (2007), señala  que:  
La fundamentación, de acuerdo con la teoría del caso, es la conjunción o 
relación que hace el fiscal entre la hipótesis fáctica (qué, quién, cómo, 
dónde y cuándo lo hizo), la hipótesis jurídica (con qué derecho se reprocha, 
que es la aplicación de la teoría del delito) y la hipótesis probatoria (con qué 
prueba se le demuestra su culpabilidad, que es el resultado de la 
investigación criminalística). Es decir la fundamentación es la explicación 
jurídica del por qué se pretende llevar a juicio a una persona (p.174). 
4.9  Variaciones a la acusación. 
4.9.1 La corrección 
Araya Matarrita, Saúl (2007), establece que: 
La corrección es la variación de la acusación para eliminar simples 
errores materiales, es la inclusión de  circunstancias  que no 
modifiquen esencialmente   la acusación, y es la inclusión de 
circunstancias que no provoquen indefensión. 
El impedimento de corregir la acusación a pesar de que sea está en 
un caso en que la ley le permite hacerlo, constituye una actividad 
procesal defectuosa. 
Como el defecto está referido a la participación del acusador en el 
procedimiento, el defecto es absoluto, por lo tanto insubsanable (pp. 
177, 178). 
El artículo 258 del Código Procesal Penal establece la corrección de errores. La 
corrección de errores materiales o la inclusión de algunas circunstancias que no 
modifican esencialmente la acusación ni provocan indefensión se podrá realizar 
durante la audiencia, sin que sea considerada una ampliación de la acusación. 




4.9.2 La ampliación. 
Araya Matarrita, Saúl (2007) señala que: 
De acuerdo con la hipótesis del artículo 259  del Código  Procesal 
Penal, es la inclusión de un hecho nuevo, que puede hacerse hasta 
antes del juicio, siempre que ese hecho: modifique la calificación 
jurídica, modifique la pena, resulte conexo. 
De acuerdo con la hipótesis del artículo 312 del Código Procesal 
Penal, es la inclusión de una circunstancia nueva, que puede 
hacerse solamente durante la práctica de la prueba (en el juicio, 
obviamente), siempre que esa circunstancia: 
 No haya sido contemplada en la acusación, porque si 
contemplada, pero mal referida o mal circunstanciada, ya no 
se puede ampliar en debate. 
 
 Modifique la calificación jurídica del hecho de objeto del juicio; 
de modo que si no modifica la calificación jurídica (mediante 
una atenuante, agravante, calificante) no se puede ampliar en 
debate. 
A la variación en la calificación jurídica hacia arriba (agravantes) o 
hacia abajo (atenuante), pero dentro del mismo tipo penal le 
llamamos variación vertical. 
A la variación en la calificación jurídica que cambia de un tipo penal a 
otro, manteniéndose dentro de la misma familia de tipos penales que 
protegen un mismo bien jurídico (ejemplo: hurtos. Robos, daños, 
estafas, tipos todos pertenecientes al bien jurídico propiedad), le 
llamamos variación horizontal (pp.178, 179, 180). 




Tijerino Pacheco, José  María; Gómez Colomer, Juan  Luis; Barrientos Pellecer, 
Cesar R; Vega Vargas, Gustavo Adolfo; Chirino Sánchez, Alfredo; Houed Vega,  
Mario Alberto; Moreno Castillo, María Asunción; Arauz Ulloa, Manuel. (2006), 
establecen  que: 
En lo relativo a la ampliación de la acusación diremos que, si bien la 
notificación de la imputación (lectura de la acusación), es el pilar 
fundamental sobre el que se edifica todo el proceso judicial (apertura 
del juicio, convocatoria, etc.), el juez está facultado para introducir en 
cualquier momento del proceso, antes de dictarse la sentencia y a 
instancias del acusado, cargos adicionales sobre aspectos o asuntos 
no señalados en los autos iniciales del proceso. 
Es así como, durante el transcurso del juicio, el fiscal o el querellante 
podrán ampliar la acusación mediante la inclusión de un hecho 
nuevo o la relación de una nueva circunstancia, que no haya sido 
mencionada en la acusación o el auto de apertura a juicio, que 
modifica la calificación legal o la sanción del mismo hecho o, por 
último, que integra un hecho punible continuado. 
Ahora bien de presentarse una ampliación de la acusación con la 
relación de los  nuevos hechos o nuevas circunstancias, se informará 
a todas las partes que tendrán derecho de pedir la suspensión del 
juicio para ofrecer nuevas pruebas o para preparar la defensa. 
4.9.3 Momento procesal oportuno para corregir o ampliar. 
 
4.9.3.1 Correcciones a la acusación. 
Araya Matarrita, Saúl (2007) señala que: 
El artículo 258 expresamente permite corregir errores materiales 
durante la audiencia. 




Por su naturaleza de errores de simple constatación, puede 
entenderse que también pueden corregirse durante el debate, 
siempre que su corrección se rija por los supuestos del 258, a saber, 
que no modifiquen esencialmente la acusación ni produzcan 
indefensión. 
4.9.3.2 Ampliaciones a la acusación. 
Araya Matarrita, Saúl (2007) señala que: 
El artículo 259 expresamente permite ampliar la acusación por hecho 
nuevo durante la audiencia preliminar, lo cual es extendible a la 
audiencia inicial cuando en esta se reconozca la acusación. 
No puede ampliarse la acusación por hecho nuevo durante el juicio, 
por estar expresamente prohibido por el mismo 259, hasta antes del 
inicio del juicio. 
4.10 Correlación entre  acusación y sentencia. 
Tijerino Pacheco, José  María; Gómez Colomer, Juan  Luis; Barrientos Pellecer, 
Cesar R; Vega Vargas, Gustavo Adolfo; Chirino Sánchez, Alfredo; Houed Vega,  
Mario Alberto; Moreno Castillo, María Asunción; Arauz Ulloa, Manuel. (2006), 
establecen  que: 
El artículo 157 del Código Procesal Penal, establece la correlación 
entre acusación y sentencia: la sentencia no podrá dar por probados 
otros hechos que los probados en el juicio y los contenidos en  la 
acusación, descritos en el auto de convocatoria a juicio o, en su 
caso, en la ampliación de la acusación, pero es facultad del juez 
hacer una calificación Jurídica distinta y aplicar su correspondiente 
pena. 
El juicio oral descansa en el hecho de que existe una acusación 
previa, de la que deben ser informadas las partes acusadas para 




permitirles ejercitar el derecho a la defensa; ello exige, a la hora de 
sentenciar, que la resolución judicial respete los términos del debate 
y se ajuste a ellos, para su posterior pronunciamiento. 
La Ley ha reforzado esta imposición de congruencia, tanto desde el 
punto de vista constitucional como procesal, en este sentido, en las 
sentencias absolutorias, la imposición de pena inferior a la contenida 
en la acusación, como también la apreciación de circunstancias que 
reduzcan la pena. La correlación implica una directa relación entre 
los hechos acusados y el o los delitos condenados (p.543). 
Araya Matarrita, Saúl (2007), establece que: 
La sentencia es la que tiene que correlacionarse con la acusación, 
puesto que la que nace primero es la acusación, misma que por 
disposición de la ley, es la base del juicio, que es el sustrato por el 
cual de crea la sentencia. 
El hecho de que la sentencia se adecue a la acusación es una 
manifestación del principio acusatorio, porque se estima que la pieza 
acusatoria es la manifestación autónoma de la voluntad del órgano 
que tiene la potestad de acusar. El juez solo concede o deniega 
respecto de lo acusado, y por eso es su dictamen el que se aviene a 
lo que el acusador le haya requerido. 
Si la acusación se adecuara a la sentencia, ello sería manifestación 
del sistema inquisitivo, puesto que el órgano acusador deberá ajustar 
su requerimiento a la voluntad del juez. De manera que si el juez 
recalifica los hechos, los amplia o crea hechos nuevos, la acusación 
deberá redactarse de nuevo, reformularse, ampliarse o corregirse, 
para que se correlacione con la sentencia. La necesaria correlación 
entre sentencia y acusación implica, contrariamente que la acusación 
le fija campo de acción a la sentencia, esta última no puede variar 
sus disposiciones más allá del campo fáctico que fijó la acusación. 




De ahí que el mismo Código Procesal Penal, establezca en qué 
casos y con qué procedimiento se puede ampliar la acusación en 
juicio, recalificar los hechos o corregir errores materiales de la 
acusación, porque todo ello puede afectar el derecho de defensa. 
La necesaria correlación entre sentencia y acusación hace que las 
herramientas de ampliación y corrección de la acusación se tornen 
muy importantes para las partes y para el juez (pp.191, 192). 
4.10.1 Problemas más comunes en la correlación entre la  acusación y la 
sentencia. 
La sentencia es la que debe de correlacionarse con la acusación, en virtud que 
nace primero, pero muchas veces los juzgadores no logran hacerlo de una manera 
eficaz, porque se presentan una serie de problemas o errores en la acusación 
principalmente en la relación de los hechos, tales como: 
 En la relación de los hechos no se logra hacer una imputación directa de los 
hechos al acusado, dando lugar que en la acusación se acuse por uno o 
varios delitos y en la sentencia se declare culpable al acusado solo por uno 
y no por todos los que se trataron de imputar en la acusación  presentada 
por el Ministerio Público o el acusador particular. 
 
 En la calificación jurídica muchas veces no se logra imputar al acusado el 
tipo penal que corresponde, por la falta de pruebas que sustentan la 
acusación, lo que da a lugar que se cambie la tipificación del delito, y por 
tanto en la acusación se acuse por un delito y en la sentencia se declare 
culpable por otro tipo penal distinto. 
 
 En la acusación muchas veces el acusador, no logra que esta sea clara, 
precisa, especifica y circunstanciada, lo que da a lugar que la relación de 
los hechos no imputen de manera objetiva el grado de participación de el o 
los acusados y el tipo penal que corresponde, lo que permite que la 
acusación no se correlacione con la sentencia. 





Capitulo 5: La acusación en las audiencias previas al juicio. 
Los defectos de la acusación que no sean detectados en la audiencias preliminar 
e inicial, pasaran al juicio oral y público, momento procesal en que es muy 
discutible que se pueda admitir dicho defecto como una actividad procesal 
defectuosa, de modo tal que se le permita al fiscal corregir la acusación. 
Así, que la acusación que pasó las audiencias previas a pesar de contener 
defectos estructurales, no podrá ser válida en juicio para imponer una condena, y 
si lo fuere a pesar de los defectos señalados por la defensa. 
Cambiar, modificar, ampliar o reformular la acusación en la etapa de juicio, fuera 
de los casos en que se le prevea mecanismos para ello, implica permitirle al 
Ministerio Público un amplio poder de disposición sobre la sujeción del ciudadano 
al sistema penal. 
5.1 La audiencia preliminar. 
El manual del fiscal (2003), establece que: 
Esta audiencia debe entenderse que se celebrara únicamente 
cuando el imputado se encuentre detenido, de ahí la finalidad de la 
misma es precisamente ponerlo en conocimiento de los hechos por 
los cuales se le acusa y a la vez resolver sobre la medida cautelar a 
imponer, ya sea esta prisión preventiva, o en su caso cualquiera otra 
de las sustitutivas. 
El fiscal deberá presentarse ante el juez junto con el detenido a 
quien debera entregarle copia de la acusación, es imprescindible que 
presente la acusación en ese momento, caso contrario el imputado 
será puesto en libertad. 
Cabe mencionar que el fiscal debera sustentar de manera oral la 
acusación ante el Juez y  las partes (p.35). 




En todos los casos en que se detenga preventivamente a una persona, con o sin 
orden judicial, se impone a los funcionarios judiciales la obligación de notificar de 
la misma al Ministerio Público, dentro de las doce horas posteriores, a fin de 
garantizar la preparación de la acusación que corresponda, y la celebración de la 
audiencia preliminar, todo dentro del plazo constitucional de 48 horas. 
Tijerino Pacheco, José  María; Gómez Colomer, Juan  Luis; Barrientos Pellecer, 
Cesar R; Vega Vargas, Gustavo Adolfo; Chirino Sánchez, Alfredo; Houed Vega,  
Mario Alberto; Moreno Castillo, María Asunción; Arauz Ulloa, Manuel. (2006), 
establecen  que: 
La audiencia preliminar es la puerta de entrada del procedimiento 
penal, cuando se decida formular e interponer acusación en contra 
de la persona detenida, dicho de otra forma, el momento procesal, 
para poner a una persona detenida a la orden de autoridad judicial 
competente, imperativo Constitucional, es la audiencia preliminar. 
En este sentido, debemos considerar que la audiencia preliminar es 
la audiencia de inicio, del proceso penal cuando hay persona 
detenida, que enfrenta un proceso, tiene sus propias características, 
que la distinguen de las demás audiencias ya que, siguiendo la 
naturaleza del proceso en el sistema acusatorio, cada etapa del 
proceso tiende a resolver determinadas situaciones jurídicas, que 
son la antesala, si cabe, a la celebración del Juicio Oral y Público. 
Por esta razón, desde el inicio del proceso mismo, en el caso de la 
audiencia preliminar, el juez, fungiendo como administrador de 
justicia, deberá velar porque se cumplan los requisitos, para los 
cuales está dispuesta la audiencia preliminar, pero esta misión no 
corresponde únicamente al juez, si no que es menester que todas las 
partes procesales deben constituirse, a su vez, en garantes del 
cumplimiento que la norma establece para esta audiencia. 




La audiencia preliminar (con reo detenido), supone que dicho acto (la 
detención) está también regulada bajo tres formas diferentes, 
contenidas en el Código Procesal Penal, a saber: 
 El típico caso de flagrante delito: un ciudadano en particular o 
un funcionario, puede ser policía, captura a una persona en el 
acto de comisión del delito o huyendo del lugar o en 
cualquiera de los supuestos por la Constitución. (art. 26 
segunda parte, cuando se refiere al allanamiento sin orden 
escrita del juez); lógicamente, si procede en esos casos el 
allanamiento, procede el arresto y la detención. 
 
 Intervención Policial: cuando los jefes de delegaciones de 
policía, en virtud del artículo citado, proceden a ordenar la 
detención de un ciudadano dentro de las doce horas 




 Intervención del fiscal: será cuando el fiscal actuante solicita al 
juez de la causa librar o expedir una orden de captura. Tanto 
la orden de detención como el auto judicial deberán estar 
debidamente motivados. 
 
En cualquiera de estos tres supuestos, hay un imperativo 
constitucional que está previsto en el artículo 33.2.2 de la 
Constitución Política, que ordena que el detenido debe ser puesto en 
libertad o a la orden de autoridad competente dentro del plazo de la 
48 horas posteriores a la detención, previo al inicio del proceso, para 
estos efectos, la autoridad competente deberá actuar, de común 
acuerdo, con el Ministerio Público (pp.472-473). 





5.1.1 Finalidad y objetivos de la audiencia preliminar. 
Tijerino Pacheco, José  María; Gómez Colomer, Juan  Luis; Barrientos Pellecer, 
Cesar R; Vega Vargas, Gustavo Adolfo; Chirino Sánchez, Alfredo; Houed Vega,  
Mario Alberto; Moreno Castillo, María Asunción; Arauz Ulloa, Manuel. (2006), 
señalan   que: 
El artículo 255 del Código Procesal Penal define como finalidad, objetivos o 
propósitos principales de la audiencia preliminar los siguientes: 
 Hacer de conocimiento del detenido los términos de la acusación, en 
este sentido, corresponderá  al juez poner en conocimiento del 
imputado tales términos, que van desde explicarle en forma sencilla 
y clara de qué se le acusa y quién le acusa, como una manera de 
garantizar preceptos constitucionales referidos a que toda persona 
tenga conocimiento de la acusación en su contra, para tener 
posibilidades de ejercer su derecho a la defensa, desde las etapas 
primarias del proceso. Aunque la norma no lo diga expresamente, el 
reo siempre tendrá derecho a formular cualquier pregunta 
relacionada con su detención y con los términos de la acusación 
misma. 
 
 Resolver sobre las medidas cautelares, en este sentido, una vez 
más, el juez se enviste de garante de los derechos y garantías  
fundamentales del proceso, otorgando a las partes procesales si 
derecho a opinar y proponer sobre las medidas cautelares que 
pudieran ser tomadas para un caso concreto.  
 
 Garantizar su derecho a la defensa, uno de los principales propósitos 
de esta audiencia, es el de garantizar que el imputado esté 
profesionalmente defendido, así, el Código Procesal Penal hace 




referencias a la multiplicidad de formas a las que puede tener acceso 
el imputado, siendo este derecho, un derecho primigenio al acto 
procesal, en el cual él o sus parientes o representantes deberán 
asignar a un defensor que; una vez asumido el rol, haga las veces de 
su representante. 
Este derecho a la defensa es un derecho, a la vez que constitucional, 
norma básica constitutiva de Tratados Internacionales sobre Derechos 
Humanos que la Republica de Nicaragua ha suscrito con diferentes países, 
y en diferentes momentos históricos, y que la Constitución recoge y 
salvaguarda en sus preceptos esenciales, y que el Código Procesal Penal 
desarrolla en sus normas sustantivas. El derecho a la defensa va más allá 
del nombramiento de un defensor, sea de oficio, público o privado, ya que 
debe de entenderse este derecho como un derecho que trasciende hacia 
todas las instituciones involucradas en procesos penales ya que todas 
están sujetas a los preceptos constitucionales básicos. 
Así mismo, propósitos implícitos de la audiencia preliminar son: 
 Poner al detenido a la orden de autoridad judicial competente. 
 Valorar la legalidad o ilegalidad de la detención. 
 Analizar, admitir o rechazar la acusación presentada. 
 Tomar en consideración aspectos como: hubo o no hubo flagrancia, 
detención en el término de ley, etc., y adoptar las medidas 
correspondientes (pp. 474-475). 
 
5.1.2 Quienes comparecen a la audiencia preliminar. 
Tijerino Pacheco, José  María; Gómez Colomer, Juan  Luis; Barrientos Pellecer, 
Cesar R; Vega Vargas, Gustavo Adolfo; Chirino Sánchez, Alfredo; Houed Vega,  
Mario Alberto; Moreno Castillo, María Asunción; Arauz Ulloa, Manuel. (2006), 
establecen  que: 
 




A la audiencia preliminar comparecen: el Juez, quien la preside, el 
Ministerio Público a través de los fiscales, el acusado, quien puede o 
no estar acompañado de su abogado defensor, pues uno de los 
objetivos de la misma es garantizar tal derecho. De esta manera, la 
audiencia preliminar, más que un acto de naturaleza adversarial, 
constituye un procedimiento de garantía a favor del acusado, 
incluyendo la propia y fundamental garantía del derecho a la 
defensa. Así lo reconoce el artículo 34.4 y .5 de la Constitución 
Política (p.476). 
5.1.3 Valoración de la legalidad de la detención. 
Tijerino Pacheco, José  María; Gómez Colomer, Juan  Luis; Barrientos Pellecer, 
Cesar R; Vega Vargas, Gustavo Adolfo; Chirino Sánchez, Alfredo; Houed Vega,  
Mario Alberto; Moreno Castillo, María Asunción; Arauz Ulloa, Manuel. (2006), 
dicen  que: 
En la audiencia preliminar, como parte de la revisión de la acusación, la 
autoridad judicial está obligada a examinar la legalidad de la detención. 
Inicialmente, revisará si el detenido está siendo puesto a su orden dentro de 
las 48 horas establecidas como plazo constitucional para ello. Teniendo en 
cuenta lo expuesto en el apartado anterior, el juez analizará lo siguiente: 
 Si la persona fue detenida en flagrante delito o si no había tal 
flagrancia. 
 
 Si fue detenida dentro de las 12 horas inmediatas siguientes, con 
base en mandamiento escrito, debidamente motivado, decretado por 
un jefe de delegación de la Policía Nacional, y si se trata de delito 
que amerite pena de privación de libertad. 
 
 




 Si la detención fue practicada con base en mandamiento judicial 
hecho cumplir a cabalidad. 
El juez constatará si la detención es legal y, en caso contrario, tomará las 
providencias del caso (p.476). 
5.1.4 Intervención de la víctima u ofendido. 
Tijerino Pacheco, José  María; Gómez Colomer, Juan  Luis; Barrientos Pellecer, 
Cesar R; Vega Vargas, Gustavo Adolfo; Chirino Sánchez, Alfredo; Houed Vega,  
Mario Alberto; Moreno Castillo, María Asunción; Arauz Ulloa, Manuel. (2006), 
señalan   que: 
Es importante señalar que, tanto en esta audiencia preliminar como 
en la inicial, la víctima u ofendido goza del derecho constitucional a 
ser tenido como parte en el proceso penal; para ello, únicamente se 
le impone la carga de señalar domicilio para ser notificado en las 
siguientes diligencias. No obstante, si la víctima decide no 
comparecer, ello no hará nula la audiencia preliminar. 
Además si así lo estima, la víctima u ofendido está facultado para 
constituirse en acusador particular, para ello, basta que manifieste su 
deseo e interés de constituirse en acusador particular y, por ende, de 
presentar una acusación particular (p.477). 
5.1.5 Garantía del derecho de defensa. 
Tijerino Pacheco, José  María; Gómez Colomer, Juan  Luis; Barrientos Pellecer, 
Cesar R; Vega Vargas, Gustavo Adolfo; Chirino Sánchez, Alfredo; Houed Vega,  
Mario Alberto; Moreno Castillo, María Asunción; Arauz Ulloa, Manuel. (2006), 
establecen  que: 
En la audiencia preliminar, el acusado podrá hacerse acompañar de 
un abogado defensor. Sin embargo, esta audiencia es la única de 
todo el proceso penal que puede ser válidamente efectuada sin que 




el acusado esté acompañado de defensor, pues uno de los objetivos 
de la misma es precisamente garantizar tal derecho. 
Lo anterior se justifica porque la audiencia preliminar, más que un 
acto de naturaleza adversial, constituye un procedimiento de 
garantía a favor del acusado, incluyendo la propia y fundamental 
garantía del derecho a la defensa (p.478). 
5.1.6 Mantenimiento o sustitución de prisión preventiva por otra medida cautelar. 
Tijerino Pacheco, José  María; Gómez Colomer, Juan  Luis; Barrientos Pellecer, 
Cesar R; Vega Vargas, Gustavo Adolfo; Chirino Sánchez, Alfredo; Houed Vega,  
Mario Alberto; Moreno Castillo, María Asunción; Arauz Ulloa, Manuel. (2006), 
señalan  que: 
Otro de los objetivos medulares de la audiencia preliminar lo 
constituye el hecho de analizar si, una vez realizada la misma, la 
persona detenida deberá ser mantenida en prisión preventiva o si tal 
medida cautelar puede ser objeto de sustitución. El juez es 
competente para pronunciarse sobre la procedencia, ratificación, 
revocación o sustitución de las medidas cautelares. El Ministerio 
Público, y el acusador particular si lo hubiere, deberán solicitarle, en 
forma motivada, mantener la prisión preventiva o sustituirla. Los 
artículos 173 y siguientes del Código Procesal Penal ofrecen a la 
parte acusadora y al juez, un listado de criterios o circunstancias en 
los que será procedente el mantenimiento de esta medida cautelar 
(p.479). 
5.1.7 Fijación de la audiencia inicial. 
Tijerino Pacheco, José  María; Gómez Colomer, Juan  Luis; Barrientos Pellecer, 
Cesar R; Vega Vargas, Gustavo Adolfo; Chirino Sánchez, Alfredo; Houed Vega,  
Mario Alberto; Moreno Castillo, María Asunción; Arauz Ulloa, Manuel. (2006), 
dicen  que: 




Finalmente se fijará la fecha de celebración de la audiencia inicial, 
dentro de los diez días inmediatos siguientes ( que no 
necesariamente significa el día décimo); es evidente que todo 
dependerá del nivel de carga de trabajo de la autoridad judicial, o del 
tiempo que requiera la designación del defensor particular, público o 
de oficio (p.479). 
En resumen la audiencia preliminar consiste: 
Audiencia preliminar Artículos 255 y siguientes. 
 Finalidad  Hacer del conocimiento del 
detenido la acusación. 
 Resolver sobre medidas 
cautelares. 
 Garantizar el derecho de 
defensa. 
 Comparecencia (arto. 256)  Presentación del acusado 
(dentro de las 48 horas). 
 Acusación fiscal (caso contrario, 
libertad). 
 Admisibilidad de la acusación 
(arto.257) 
 Cotejo de requisitos: se admite o 
se rechaza. 
 Fijación de competencia. 
 Ampliación de la acusación (arto. 
259) 
 Durante el curso del proceso y 
hasta antes del inicio del juicio 
(hecho nuevo que modifica la 
calificación jurídica o la pena, o 
resulte conexo). 
 Corrección de errores  Procede corrección de errores 
materiales durante audiencia 
(arto. 258). 
 





5.2 La audiencia inicial. 
En manual del fiscal (2003), señala que: 
El Código Procesal Penal en su artículo 265, establece las 
finalidades que se persiguen con la audiencia inicial, siendo estas el 
de determinar lo siguiente: 
Existencia de la causa para proceder a juicio, intercambio de 
información sobre pruebas, revisión de medida cautelar, 
determinación de actos procesales que tomarán lugar de previo al 
juicio. 
Lo anterior siempre y cuando se haya celebrado previamente la 
audiencia preliminar, pues de no ser así, en esta audiencia inicial se 
tendrá como propósito adicional, además de lo anterior, las 
finalidades propias de la audiencia preliminar, como ser la revisión 
de la acusación y garantizar la presencia del apoderado defensor 
(p.41). 
Tijerino Pacheco, José  María; Gómez Colomer, Juan  Luis; Barrientos Pellecer, 
Cesar R; Vega Vargas, Gustavo Adolfo; Chirino Sánchez, Alfredo; Houed Vega,  
Mario Alberto; Moreno Castillo, María Asunción; Arauz Ulloa, Manuel. (2006), 
establecen  que: 
La audiencia inicial es el conjunto de actos procesales conclusivos 
de la investigación, que permitirán proceder a la formal acusación de 
los delitos de los que se trata, porque es una finalidad de todo 
sistema procesal el que, al momento de llegar al juicio, éste se 
caracterice por su seriedad y su correcta fundamentación, y que no 
se desgasten esfuerzos en realizar un juicio cuando no estén dadas 
las condiciones mínimas para que se efectué con todas las 
diligencias que el caso amerite. 




La audiencia inicial tiene un doble carácter: 
 Es la puerta de entrada al proceso penal en contra de una 
persona en libertad, que es debidamente citada para 
comparecer. 
 
 Constituye el segundo paso del proceso penal en contra de 
una persona previamente detenida, con o sin orden judicial 
(iniciado con la audiencia preliminar). 
 
5.2.1 Finalidades de la audiencia inicial. 
Tijerino Pacheco, José  María; Gómez Colomer, Juan  Luis; Barrientos Pellecer, 
Cesar R; Vega Vargas, Gustavo Adolfo; Chirino Sánchez, Alfredo; Houed Vega,  
Mario Alberto; Moreno Castillo, María Asunción; Arauz Ulloa, Manuel. (2006), 
señalan  que: 
Las finalidades  particulares de la audiencia inicial son: 
 Determinar si existe causa para proceder a juicio. 
 Iniciar el procedimiento para el intercambio de información sobre 
pruebas. 
 Revisar las medidas cautelares que se hayan aplicado. 
 Determinar los actos procesales que tomarán lugar de previo al 
juicio. 
Un propósito adicional, vinculado con la audiencia inicial, está contenido en 
el artículo 265 del Código Procesal Penal, en el que se hace mención del 
caso particular en que, al no haberse realizado audiencia preliminar, la 
audiencia inicial suplirá los propósitos de la misma, entre otros, la revisión 
de la acusación, etc. (p.481). 
 




5.2.2 Determinación de causa para proceder a juicio. 
Tijerino Pacheco, José  María; Gómez Colomer, Juan  Luis; Barrientos Pellecer, 
Cesar R; Vega Vargas, Gustavo Adolfo; Chirino Sánchez, Alfredo; Houed Vega,  
Mario Alberto; Moreno Castillo, María Asunción; Arauz Ulloa, Manuel. (2006), 
establecen  que: 
En la audiencia inicial, la parte acusadora (fiscal, acusador particular 
o querellante según el caso) está obligada a presentar al juez los 
elementos de prueba que sustentan su acusación o querella y que 
permitan determinar si existen, indicios racionales suficientes para 
llevar a juicio al acusado. 
Este momento adquiere gran importancia, toda vez que el art. 268 
del Código Procesal Penal preceptúa que, si en criterio del juez son 
insuficientes los elementos de prueba aportados para tramitar la 
acusación, éste deberá suspender la audiencia inicial por un plazo 
máximo de cinco días para que se aporten nuevos elementos de 
prueba. Si al reanudarse la audiencia, no se aportan elementos de 
prueba suficientes, el juez archivará la causa por falta de mérito y, si 
es el caso, ordenará la libertad. Este auto no pasa por autoridad de 
cosa juzgada ni suspende el cómputo del plazo de prescripción de la 
acción penal pero si transcurre un año a partir de la fecha en que se 
dictó sin que  se hayan aportado nuevos elementos de prueba, de 
oficio o a petición de parte, cabrá dictar el sobreseimiento 
correspondiente. 
En la generalidad de los casos, el reto de la parte acusadora en esta 
audiencia consistirá en proveer a la autoridad judicial elementos que 
le permitan inferir la posibilidad de que: 
 Se cometió un delito. 
 El delito fue cometido por la persona acusada. 




Para ello, no basta la palabra del fiscal expresada en la acusación, 
ésta debe sustentarse aportando elementos de prueba. Tampoco se 
trata de que la parte acusadora aporte la totalidad de los elementos 
de prueba en su poder, bastará con aquellos que permitan inferir lo 
expresado. 
Dado que la finalidad de la audiencia se limita a la determinación de 
la probabilidad de causa y no a la declaración de culpabilidad o de 
ausencia de culpabilidad, la valoración de los elementos de prueba 
no deberá realizarse con rigidez con que se realiza en juicio. La duda 
razonable, con la que se le ilustra o instruye al jurado para absolver. 
Si bien no se trata de un mini-juicio ni de una anticipación del juicio, 
la naturaleza adversial de esta audiencia impone, de una parte, la 
condición sine qua non de que el acusado esté acompañado de 
abogado defensor y, consecuentemente, su derecho a contra-
interrogar testigos de cargo y a ofrecer pruebas de descargo (p.482). 
En resumen la audiencia inicial consiste en: 
Audiencia inicial Artos. 265 y siguientes. 
 Finalidad  Determinar causa para juicio. 
 Iniciar intercambio de 
información sobre pruebas. 
 Revisar medidas cautelares. 
 Determinar actos procesales 
previos al juicio. 
 Revisión de acusación y garantía 
derecho de defensa si no hubo 
audiencia preliminar. 
 Presencia obligatoria de:  Acusado (con acusación, el 
Ministerio Público solicita 
citación o detención. 





 Ministerio Público. 
 
 Incomparecencia del acusado 
(267). 
 Nueva fecha (si hay causa 
justificada). 
 Suspensión por 24 horas y 
apercibimiento de rebeldía (si 
haya causa injustificada). 
 Incomparecencia de defensa.  Luego de audiencia preliminar 
(abandono injustificado). 
 Sustitución y nuevo 





















1. Que a  través de la acusación se inicia el proceso penal en nuestro país, sin 
acusación formalmente redactada y presentada ya sea por el Ministerio 
Público, acusador particular no existe proceso penal en Nicaragua. 
 
2.  En el sistema inquisitivo la acusación era una simple opción, en virtud que  
el juzgador tenía las plenas facultades de investigar de oficio, en 
consecuencia el papel del acusador era secundario. 
 
 
3. El sistema mixto apoya notablemente al sistema inquisitivo en virtud que 
solo permite el derecho de los pueblos de intervenir  en el proceso penal 
nicaragüense, es decir abrió las brechas de acceso a la justicia. 
 
4. El sistema acusatorio tiene como finalidad  devolverle a los particulares las 
posibilidades de solucionar su conflicto, preferiblemente mediante vías 
alternas negociadas, darle mayor participación a la víctima en la gestión de 
su interés, evitar la  parcialización del Estado con el rol del particular y de la 
víctima, garantizar un mejor ejercicio del derecho de defensa a la persona 
sometida al proceso penal y evitar que los jueces confundieran su rol de 
terceros imparciales con el rol parcial o interesado del acusador o del 
defensor. 
 
5. El principio acusatorio es un avance en nuestro proceso penal ya que nos 
permite garantizar y agilizar el proceso penal, ayudándonos a imparcializar 
el enjuiciamiento de la persona acusada, separando las funciones que debe 
desarrollar el Juez, el acusador y el defensor en el proceso penal de 
nicaragüense. 







6. Siendo una carga procesal que nos exige el legislador en cuanto a que la 
acusación debe de ser clara, precisa, específica y circunstanciada al 
momento de su realización so pena de incurrir en vicios más comunes de 
fondo y de forma que se presentan al momento de interponer una 
acusación y que generan el rechazo de las mismas de parte de la autoridad 
judicial. 
 
7. Los mayores errores de fondo que suelen cometerse  en la elaboración de 
la acusación es en la relación de los hechos cuando el Ministerio Público, el 
acusador particular y el querellante no presentan una acusación clara, 
precisa, especifica y circunstanciada, lo que genera que se pierda la 
objetividad  y se lesionen en consecuencia los derechos de las víctimas. 
 
8. Considero que un sesenta por ciento de las acusaciones presentadas en 
los juzgados donde se realizó el muestreo como fueron el Juzgado Local 
Penal y el Juzgado Distrito Penal de Audiencia en el Municipio de Juigalpa, 
Departamento de Chontales, presentan vicios o errores de fondo y de 
forma. 
 
9. Por medio del estudio de campo concluyo, que existe indiferencia de los 
juzgadores en el examen de los hechos acusados para detectar los vicios 
de fondo y de forma que se presentan en la acusación y resolver 
rechazando la admisión de dichas acusaciones. 
 
10. El juez no tiene parámetros jurídicos claros,  para determinar las 
circunstancias en las cuales va a admitir o a rechazar una acusación por 
vicios de forma y fondo. 
 
11. La audiencia preliminar debe de ser vista, por el litigante y el juzgador como 
el momento crucial para ejercer la imputación del hecho delictivo y la 




defensa de los mismos, utilizando este momento procesal para el ataque y 
defensa, porque no habrá otro momento donde le brinde la oportunidad de 
rectificar los errores de fondo y de forma. 
 
12. La audiencia inicial donde se examina el ofrecimiento probatorio del 
intercambio de información y prueba, tiene que ir intrínsicamente ligado a 
los hechos acusados. 
 
13. La sentencia es la que tiene que correlacionarse con la acusación, puesto 
que la que nace primero es la acusación, misma que por disposición de la 






















1. Recomiendo que se procure  tener claro el principio acusatorio de nuestra 
legislación procesal y apartarnos de los vestigios inquisitivos y del sistema 
mixto. 
 
2. La parte acusadora debe estudiar muy bien su caso antes de formular la 
acusación escrita, y una vez formulada, debe revisarla de nuevo de acuerdo 
con su teoría del caso, para evitar defectos insubsanables en la audiencia 
de juicio. 
 
3. La parte acusadora debe de procurar una buena redacción de los hechos 
en  la acusación, para evitar que esta no sea clara, precisa, específica y 
circunstanciada. 
 
4. Los juzgadores deben de ser mas objetivos y examinar con delicadeza si la 
acusación cumple con los requisitos que establece la Ley, antes de admitir  
la acusación, para evitar que estas sean debidamente admitida 
presentando vicios y errores de forma y  fondo lesionando los derechos de 
las Victimas y en consecuencia del acusado. 
 
5. Los jueces como operadores de justicia deben de tener parámetros 
jurídicos al momento de admitir una acusación, para evitar que las 
acusaciones no presenten vicios y errores de fondo y de forma. 
 
6. La parte acusadora debe de estudiar con objetividad si la acusación reúne 
los requisitos que el Código Procesal Penal establece, para que en la 
audiencia preliminar se haga  efectiva la imputación directa de los hechos 
delictivos. 
 




7. La parte defensora debe de preparase con anticipación y estudiar bien el 
caso para identificar si la acusación reúne  los requisitos que la ley 
establece, con la finalidad de que en la audiencia preliminar pueda atacar a 
la acusación y hacer una efectiva  defensa sobre los hechos que le son 
imputados al acusado. 
 
8. Los juzgadores deben tener el sumo cuidado al momento de dictar 
sentencia, puesto que está debe de correlacionarse con la acusación, 
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